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INFORME DE LA COMISIÓN DE AGRICULTURA, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre vegetales genéticamente modificados. 

BOLETÍN Nº 4.690-01
___________________________________

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Agricultura tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero, Andrés Allamand Zavala, Juan Antonio Coloma Correa, Fernando Flores Labra y Eduardo Frei Ruiz-Tagle.


Cabe destacar que este proyecto fue discutido sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación.


A algunas de las sesiones en que vuestra Comisión estudió el proyecto en informe, concurrió, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Carlos Ignacio Kuschel Silva.

Concurrieron, asimismo, especialmente invitados, los representantes del Ejecutivo que a continuación se indican.


Por el Ministerio de Agricultura: la Subsecretaria, señora Cecilia Leiva, el Fiscal, señor Mauricio Caussade y el Jefe de Gabinete de la Subsecretaria, señor Héctor Echeverría.  Por la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias, ODEPA: el Director, señor Reinaldo Ruiz; el Jefe de Políticas Agrarias, señor Jorge Navarrete, la Encargada de Medio Ambiente, Bioseguridad y Recursos Genéticos, señora Teresa Agüero y la señora Andrea Cerda, Profesional de la Subdirección Internacional.  


También expusieron ante la Comisión sus observaciones respecto a la iniciativa, las siguientes entidades: por la Asociación Nacional de Productores de Semillas (Anpros): el Presidente, señor Víctor Pinto, el Director señor Felipe Sánchez y los miembros del Comité de Biotecnología señores Rodrigo Villaseca y Germán Alessandri.  Por la Fundación Sociedades Sustentables, la Coordinadora de Biodiversidad, Bióloga y Ph.D. en Zoología, señora María Isabel Manzur.  Por la Fundación Ciencia para la Vida, la Presidenta, señora Bernardita Méndez, Licenciada en Biología de la Universidad de Chile y Doctora en Biología Celular de la Universidad Católica de Chile, el Director, señor Pablo Valenzuela, Doctor en Química por la Northwestern University, Bioquímico de la Universidad de Chile, y Premio Nacional de Ciencias Aplicadas y Tecnología.


Asimismo intervinieron el  Doctor en Bioquímica y experto en flujo de polen y transformación genética de plantas, señor Humberto Prieto y el ex Diputado y asesor, señor José Antonio Galilea.

- - -


Cabe dejar constancia de que de conformidad con lo dispuesto en los artículos 66 y 77 de la Constitución Política de la República, los artículos 39, 49 y 56 del texto que se os propone son materia de Ley Orgánica Constitucional y deben ser aprobados con quórum especial, por incidir en materia de organización y atribuciones de los tribunales.  


Asimismo, corresponde señalar que mediante oficio N° 28.700, de 28 de noviembre de 2006, se consultó a la Excma. Corte Suprema en relación con los artículos 39, 49 y 56 del texto que se os propone, en cumplimiento de lo preceptuado en el artículo 77 de la Carta Fundamental.  Dicho Tribunal emitió su parecer mediante oficio N° 7, de 9 de enero de 2007.
OBJETIVOS DEL PROYECTO

Establece normas para regular la investigación, generación, manipulación y utilización de vegetales genéticamente modificados y de productos derivados de los mismos, asegurando la protección de la salud humana, la sanidad animal y vegetal, la biodiversidad y el medio ambiente.
- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


- Constitución Política de la República, en particular, el artículo 19 N°s 1°, 8°, 9°, 21, 22 y 24.


- Ley N° 18.755, que establece normas sobre el Servicio Agrícola y Ganadero.


- El artículo 10 de la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente.


- Ley N° 19.342, sobre Derechos de Obtentores de Nuevas Variedades Vegetales.

- Convenio sobre Diversidad Biológica, adoptado en Río de Janeiro el 5 de junio de 1992, y ratificado por Chile mediante decreto supremo N° 1.963, de 9 de septiembre de 1994, del Ministerio de Relaciones Exteriores.


- El artículo 18 del decreto ley N° 3.557, que establece disposiciones sobre protección agrícola.

- El artículo 106 del decreto supremo N° 977, de 1997, que establece el Reglamento Sanitario de los alimentos.

- Los artículos 3°, 4° y 6°, letra ñ), del decreto supremo N° 95, de 2002, que modifica el Reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.


- Resolución N° 1.523, del Servicio Agrícola y Ganadero, publicada el 14 de julio de 2001, que establece normas para la internación e introducción al medio ambiente de organismos vegetales vivos modificados de propagación.

- Decreto supremo N° 16, de 1995, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que promulga  el Acuerdo de Marrakech, por la que se establece la Organización Mundial del Comercio y los acuerdos anexos que se indica;  el anexo 1.A, comprende entre otros el Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio y el Acuerdo sobre Medidas Sanitarias y Fitosanitarias


II.- ANTECEDENTES DE HECHO


1.- La Moción. Los autores de la iniciativa que da origen a este proyecto de ley, en fundamento de la misma, sostienen que las técnicas de mejoramiento vegetal han sido usadas desde la antigüedad mediante la manipulación convencional de los organismos, creándose un organismo nuevo cuya composición genética no existía en la naturaleza.

Hacen presente que el avance de la tecnología ha facilitado el mejoramiento vegetal mediante el uso de la denominada “biotecnología moderna”, que ha resultado ser más eficiente que las técnicas convencionales  en cuanto logra obtener la modificación genética deseada, sin afectar el resto de la composición genética del organismo y puede advertir sus principales efectos con anterioridad a su cultivo masivo.


Destacan que el uso de las técnicas de la biotecnología moderna en materia de cultivos vegetales, ha producido un significativo desarrollo en la agricultura, favoreciendo el aumento de la productividad de los cultivos, la disminución de los costos de producción, del uso de los pesticidas tóxicos y de otros elementos artificiales.  Lo anterior, se manifiesta en que desde 1996, año en que se hizo el lanzamiento comercial del primer cultivo transgénico, se han sembrado 90 millones de hectáreas de estos cultivos, 50 por países industrializados y 40 por países en desarrollo, con un aumento del 11% del total en los años 2004 y 2005.


A continuación, precisan que las hectáreas sembradas con cultivos transgénicos se distribuyen de la siguiente manera:  Estados Unidos, 49,8 millones; Argentina, 17,1 millones; Brasil 9,4 millones; Canadá 5,8 millones; China 3,3 millones; Paraguay 1,8 millones; India 1,3 millones; Sudáfrica 0,5 millones; Uruguay y Australia 0,3 millones, respectivamente, México, Rumania, Filipinas y España 0,1 millones cada uno de ellos y, finalmente, Colombia, Irán, Honduras, Portugal, Alemania, Francia y República Checa, 50.000 hectáreas, aproximadamente. 

Ponen en relieve que el desarrollo de la biotecnología ofrece una oportunidad real a los países en vías de desarrollo, al  favorecer el fomento y avance de la investigación científica tecnológica, mejorar la productividad del sector agrícola y el uso en otras aplicaciones de carácter industrial, así como acrecentar la producción de biocombustibles que contribuyen al abastecimiento energético del país.

Señalan que tanto la investigación científica desarrollada a nivel mundial como la experiencia de los años en que se ha hecho un uso masivo de variedades derivadas de esta tecnología, permiten afirmar que es posible el uso de biotecnología moderna en vegetales, siempre que se cuente con un adecuado sistema de control en lo que a propósito de la investigación se refiere, así como de la producción y comercialización de organismos genéticamente modificados, asegurándose la protección de la salud humana, la sanidad animal y vegetal, la biodiversidad y el medio ambiente.  Para ello, es necesario que los países cuenten con una legislación adecuada que garantice los fines señalados.


Continúan sus autores, haciendo presente que Chile carece de una normativa legal en materia de biotecnología moderna, y que sólo cuenta con disposiciones reglamentarias en materias específicas y de efectos limitados.

Observan lo paradójico que resulta la situación de nuestro país, dado que dicha regulación reglamentaria permite al Servicio Agrícola y Ganadero otorgar autorizaciones de siembra de cultivos para producir semillas genéticamente modificadas sólo para la exportación, sin embargo su cultivo para efectos de comercialización nacional no está permitido.  En síntesis, no se permite la comercialización de semillas transgénicas, pero sí la importación de productos genéticamente modificados y su comercialización como grano o alimento animal.

Explicitan que esta situación, conocida por todo el sector, se traduce en que el agricultor nacional produce cultivos de semillas genéticamente modificadas para exportar a países como Argentina y los  consumidores chilenos de granos o alimentos que no pueden comprar productos transgénicos a los agricultores chilenos, lo compran en aquella nación o en otros países; es decir, en Chile hay comercialización de productos genéticamente modificados, pero abastecidos por agricultores extranjeros y no por los nacionales con evidente perjuicio para éstos.

De modo tal, que se hace indispensable abordar una ley que regule los aspectos relacionados con el desarrollo de la biotecnología moderna en vegetales genéticamente modificados, a fin de controlar adecuadamente esta actividad que en Chile, hoy es una realidad.


Informan que la necesidad de contar con una ley que regule las materias descritas y los resguardos debidos para evitar los posibles efectos en la salud de las personas y del medio ambiente, ha sido estudiado por la Comisión Nacional para el Desarrollo de la Biotecnología, creada en el año 2002, según da cuenta el Informe al Presidente de la República en el 2003.


A continuación, describen el contenido del proyecto.  En efecto, establece normas para regular la generación, manipulación y utilización de vegetales genéticamente modificados y de productos derivados de los mismos, en lo concerniente a la investigación, el uso confinado, el cultivo, la producción, la introducción al medio ambiente, la comercialización, la importación, la exportación, el almacenamiento, el transporte y la disposición final de los residuos que pueden generarse, asegurando la protección de la salud humana, la sanidad animal y vegetal, la biodiversidad y el medio ambiente.  Asimismo, establece los procedimientos destinados a obtener las autorizaciones correspondientes en cada una de dichas materias.


Contempla un procedimiento de evaluación mediante el cual se hace entrega a la autoridad de los antecedentes suficientes y necesarios que permitan identificar adecuadamente el organismo genéticamente modificado, sus características y el uso derivado de la modificación genética y los eventuales efectos para la salud humana o el medio ambiente.


Asimismo, incorpora normas sobre participación ciudadana que permiten un conocimiento general sobre las actividades que pueden estarse desarrollando con organismos genéticamente modificados y cuya autorización es requerida; y considera la intervención activa de los interesados en los procesos de autorización, pudiendo formular observaciones que serán ponderadas por las autoridades competentes y los consiguientes medios de impugnación de las decisiones que se adopten.


A fin de hacer efectivo el derecho de estar informado, se contemplan normas destinadas a la identificación y etiquetado de los productos o alimentos que sean o contengan organismos genéticamente modificados, en tanto aquéllos no sean substancialmente equivalentes a los mismos convencionales.


Explica que en lo relativo a la competencia de las autoridades que deben participar en los procesos de autorización para el desarrollo de las actividades reguladas por esta ley, así como para la fiscalización del cumplimiento de la misma y aplicación de las respectivas sanciones, en forma expresa el proyecto no lo determina, a fin de permitir que sea el Supremo Gobierno quien la fije.


Finalmente, el proyecto está estructurado en sesenta y dos artículos permanentes y dos disposiciones transitorias. Las normas permanentes se dividen en once títulos y comprenden lo siguiente: Título I, Disposiciones Generales, artículos 1° a 4°;  Título II, De las actividades de biotecnología moderna en el ámbito de los VGM, Párrafo 1° Uso confinado de VGM, artículos 5° y 6°, Párrafo 2° Introducción al medio ambiente de VGM con fines de investigación, artículos 7° a 9°, Párrafo 3° Introducción al medio ambiente de VGM o productos derivados de VGM con fines de comercialización, artículos 10 a 12, Párrafo 4° Producción y comercialización de Alimentos VGM, artículos 13 y 14, Párrafo 5° Procedimiento para el otorgamiento de permisos, artículos 15 a 24;  Título III, De la evaluación de las actividades, artículos 25 a 27;  Título IV, De la información y participación ciudadana, artículos 28 y 29;  Título V, De la identificación y etiquetado, Párrafo 1° Identificación de VGM y sus productos derivados, artículos 30 a 32, Párrafo 2° Etiquetado de VGM o productos derivados VGM, artículos 33 y 34;  Título VI, De las zonas restringidas, Párrafo 1° Centros de origen y de diversidad genética, artículos 35 a 40, Párrafo 2°, Áreas protegidas, artículo 41;  Título VII, De los registros de las actividades reguladas, artículos 42 a 44;  Título VIII, De los recursos, artículos 45 a 51;  Título IX, De la fiscalización, artículos 52 y 53;  Título X, De las infracciones y sanciones, artículos 54  a 59, y Título XI, Disposiciones Finales, artículos 60 a 62.

2.-  El informe al Presidente de la República  realizado por la Comisión Nacional para el Desarrollo de la Biotecnología, de  junio de 2003.


3.-  Anteproyecto de Ley de Bioseguridad de los Organismos Genéticamente Modificados, de junio de 2005, elaborado por la Comisión Interministerial designada para tal efecto.   


Cabe señalar que los documentos signados con los números 2 y 3, fueron solicitados en forma expresa por esta Comisión para su consideración en los antecedentes del presente informe.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


Al considerar esta iniciativa, la Comisión resolvió iniciar una ronda de audiencias a fin de interiorizarse de las distintas posturas que existen sobre el particular. 

En primer lugar, el Doctor en Bioquímica y experto en flujo de polen y transformación genética de plantas, señor Humberto Prieto, adelantó que su exposición procura generar un piso técnico que permita presentar, de mejor forma, los diversos componentes de la iniciativa de ley en examen.  El ámbito de su análisis, precisó, es el mejoramiento de plantas, en el cual se distinguen cuatro estrategias clásicas para mejorar los cultivos y la producción; dos de ellas -la selección de líneas puras y la hibridación- se sustentan en los experimentos de Mendel, para cuyo efecto se recurre a la polinización entre individuos de la misma especie o de especies distintas, y las otras dos, también, convencionales -la mutagénesis y la diploipidia- recurren a agentes externos, esto es, medios físicos o químicos, para obtener un cambio en la información genética de las especies a mejorar.     


Al particularizar las características de las estrategias mentadas, señaló, en primer término, que el método de líneas puras selecciona determinados caracteres que serán retenidos en una planta individual, tras varias retrocruzas, en procura de un estado homocigoto (presente en ambos cromosomas). La segunda técnica, denominada hibridación, combina diferentes cromosomas para generar un individuo en un estado heterocigoto; es la de uso más amplio en el mejoramiento convencional de plantas, pero requiere, como punto de partida, líneas puras.  La mutagénesis, dijo a continuación, aplica agentes exógenos, químicos o físicos, con la finalidad de cambiar la información genética del cromosoma, mientras que la diploipidia utiliza agentes químicos cuyo resultado es un cambio en el juego de cromosomas de una célula, generalmente aumentándolo, para obtener una nueva variedad.

Enfatizó un elemento que estima clave para la discusión técnica: en todos los casos mencionados hay manipulación genética, no obstante, en ninguno de ellos se clama por un análisis exhaustivo de las plantas derivadas.  Dicho de otra forma, puntualizó, a las plantas transgénicas se les formula un requerimiento más riguroso que el planteado a las líneas de obtención de nuevas variedades mejoradas. 


Enseguida, relacionó la transformación genética con el mejoramiento convencional, en el que interactúan un padre 1, de carácter resistente pero cuyo fenotipo es feo, y un padre 2 que, si bien posee un fenotipo aceptable agronómica y económicamente, es altamente sensible a alguna enfermedad; el resultado de esta cruza por el sistema clásico mendeliano, sexualmente compatible, es una progenie, que mezcla los genomas en proporciones de 50% y 50%, lo que implica una manipulación.  Prosiguió diciendo que, al cabo de retrocruzas progresivas, se obtiene un individuo relativamente interesante desde el punto de vista agronómico, en el que están representados un número de genes y material genético, ADN, que, en toda su extensión, además, involucra el gen que proporciona una característica interesante al fenotipo del padre 2, originalmente sensible.  Entonces, resumió, el resultado es una progenie que contiene una característica agronómica de importancia y, a la vez, incorpora una resistencia que proviene del padre 1.  


Por su parte, especificó, la transgenia busca, desde distintas fuentes, genes de resistencia y los introduce en un sistema que se denomina tecnología del ADN recombinante, para ponerlo en una herramienta de biología molecular llamada plasmidio, la que se introduce a la célula vegetal.  Remarcó que la nueva variedad o línea transgénica es, entonces, incorporada a un sistema de mejoramiento convencional.  Sin perjuicio de las diferencias, puntualizó, en ambas técnicas se manipula material genético.


Explicó, asimismo, que la transformación genética propiamente tal deriva de una interacción natural, que se da entre plantas y microorganismos, interacciones que se ponen de manifiesto en las enfermedades, los virus y los hongos.  Ejemplificó aquella interacción, a ras de suelo o en zonas más altas de la planta, con la enfermedad de la agalla de la corona, cuyo fenotipo es un tumor provocado por la presencia de la bacteria denominada Agrobacterium tumefaciens; lo relevante, apuntó, es que se trata de una planta transgénica, naturalmente encontrada en el campo.  Mencionó que a nivel molecular el agrobacterium tiene una mecanística o una logística, esto es, una cantidad de herramientas que propician la transferencia de una zona de ácido desoxirribonucleico presente en aquélla hacia el núcleo y, por ende, hacia el genoma de la célula que, en diversas etapas, será transformada.


Explicó la interacción necesaria para que se produzca la incorporación de ADN desde la bacteria hasta el genoma de la célula vegetal; y describió la acción humana como un aprovechamiento de aquella interacción natural, llevándola al laboratorio para producir nuevas variedades con miras a su explotación comercial.  Reseñó que un gen se compone esencialmente de ADN cuyas cuatro bases, en distinto orden, generan la información genética, y en un grado explicativo de mayor complejidad, definió al gen como un trozo de ADN compuesto por bases nitrogenadas cuyos nombres son adenina, guanina, citosina y timidina las que, en un  cierto orden, antes de esta zona llamada promotora generan, una información específica, y se obtiene un gen, en la zona terminadora.  Describió que el gen pasa por una molécula intermedia el ácido ribonucleico mensajero y, finalmente, genera una proteína que ejerce una función o rol dentro de la célula que está siendo modificada genéticamente. 


Respecto de la forma en que funciona el sistema en general, ilustró que al ser infestados los explantes, por ejemplo, en ciruelos, con una bacteria que ya posee el gen manipulado previamente en el laboratorio, es posible observar la evolución de los brotes transgénicos hasta llegar finalmente a la obtención de plántulas, en invernadero, que constituyen el estadio número uno en la larga cadena de producción de plantas transgénicas.


En referencia a la interrogante de porqué regular esta especie de actividad, expresó que la diversidad de métodos de aprovechamiento de procesos biológicos clave que el hombre lleva a sus laboratorios, trae aparejada una gama de problemas éticos, válidos desde todo punto de vista en una sociedad compleja.  Por otra parte, complementó, la industria y el comercio relacionados con este tipo de biotecnología requieren normas claras que les permitan desarrollarse dentro de los marcos de un sistema regulador, para que todo el conjunto sea beneficioso.

A continuación, se refirió al contexto internacional que regula la producción y la utilización de los vegetales genéticamente modificados, pues, dijo, su examen y consideración son ineludibles para nuestro país.  En particular, mencionó la Convención de Biodiversidad, ratificada en 1994, que establece un mandato para la regulación de la  biotecnología, y el Protocolo de Bioseguridad, también conocido como Protocolo de Cartagena, que está vigente, aunque Chile no lo ha ratificado.  Precisó que conforme a las disposiciones de éste, el país productor de organismos genéticamente modificados debe estar en situación de comercializar con el país importador de aquéllos, dentro de un proceso técnicamente limpio, al igual que lo debe ser en lo comercial.  


Refirió que aquel proceso cuenta con un sitio virtual, Clearing House of Biosafety, destinado a recibir todas las carpetas técnicas que atañen a genes, promotores, terminadores, evaluaciones, efectos sobre el medio ambiente y sobre seres humanos; información, toda, que el productor de organismos genéticamente modificados debe proveer al país importador.  En forma breve, advirtió, el presupuesto es que el país importador disponga de capacidad técnica nacional para discriminar la eficiencia y la información puesta en dicho sitio, esto es, si la información entregada por el país productor es suficiente para incorporar el vegetal genéticamente modificado a su sistema agrícola productivo.  Resumió diciendo que la capacidad técnica nacional exige sincronía en los aspectos económico, ecológico y de salud.  


Finalmente, apuntó, en el contexto internacional opera el marco de la Organización Mundial de Comercio, OMC, en particular el Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio que dispone los requisitos de identificación, esto es, etiquetado de los organismos genéticamente modificados; también opera el Acuerdo sobre Medidas Sanitarias y Fitosanitarias que permite adoptar medidas conducentes a los fines que le dieron vida, normas las cuales son eventualmente susceptibles de entrar en colisión con el Protocolo de Cartagena.


En otro orden de consideraciones, señaló que el concepto “farm to fork”, desde la granja al tenedor, puesto en boga en Europa desde 2003, alude a un dispositivo de trazabilidad molecular de las especies o semillas que se ingieren en la alimentación, lo cual supone seguir el curso de aquéllas, desde que son puestas en su lugar de siembra, extendiéndolo a todos los puntos de interacción con el medio ambiente y con los centros comerciales y a los puntos conflictivos de la cadena productiva. Aclaró que la aptitud técnica nacional para establecer la trazabilidad conveniente supone que no haya duda de que el compuesto que está en la semilla puesta en el punto de preparación para la siembra se lleve efectivamente hasta la venta, con la satisfacción final del consumidor.  En aquella cadena, previno, se advierten puntos de conflicto, pues cualquier semilla -y, en especial, la genéticamente modificada- puede liberar flujo génico de organismos genéticamente modificados, por ejemplo, en el campo, bajo la forma de polen.  Afirmó que en Europa la trazabilidad de los productos sembrados en el campo exige la previsión de los puntos en los que podría producirse la fuga de estos materiales o semillas, preciosos tanto por la tecnología como por la conveniencia de que sigan una ruta y no otra.    

Identificó el rol que Chile ejerce como el de la winter nursey del Hemisferio Norte, dado que en la contra estación europea se importa semilla, material genéticamente modificado, la cual, una vez multiplicada, es reexportada.  Refirió que en 1992 se presentó la primera solicitud de internación de semilla transgénica, la que activó todas las herramientas gubernamentales, esencialmente el Servicio Agrícola y Ganadero, para generar la norma reguladora y las comisiones asesoras en lo concerniente a liberación de transgénicos.  Mencionó que desde 1993 se han autorizado, en aquel renglón, dos especies de cultivo anual, dos forestales (pinos y eucaliptus), y una frutal, bajo la tecnología del mejoramiento genético por Agribacterium Multifaciens.  Explicó que los genes introducidos a estas especies les confieren, esencialmente, resistencia ante herbicidas, enfermedades e insectos, retardo de su maduración y reducción del pardeado, proceso de descomposición fenotípico de las frutas.  En fecha más reciente, complementó, existen antecedentes de litigios por el etiquetado de alimentos cuyas materias primas son genéticamente modificadas.


Hizo mención a las tentativas de regular estas actividades por ley, y calificó de graves para el sistema, en lo que se refiere a la capacidad técnica nacional, las fallas técnicas originadas por la falta de decisiones políticas. Recordó que el proyecto de ley de rotulado proponía fijar un umbral que, de ser traspasado, diera lugar a la obligación de etiquetar, si bien los umbrales que se proponen a nivel político suelen ser más exigentes que los criterios técnicos obtenidos en laboratorios.  Agregó que la normativa original, con algunos puntos adicionales que la han mejorado o reparado, en el fondo, regula la internación e introducción al medio ambiente de organismo vivos modificados, específicamente, plantas o semillas genéticamente modificadas.


Señaló que otro componente importante de la normativa lo aportará la creación del Comité Asesor y de la Secretaría Técnica para la Liberación de Vegetales Genéticamente Modificados, actualmente en proceso de revisión por el SAG; lo anterior se traduce en un anexo documental  para que se acredite un cúmulo de requerimientos técnicos, la clearing house, ficha que se materializa en una carpeta de antecedentes técnicos que los importadores deben proporcionar al sistema regulador nacional para que éste apruebe la internación definitiva y la multiplicación de semillas.  Explicitó que dicho organismo fija, en los campos transgénicos, las medidas de indispensable adopción, tales como cultivos, bordes o trampas, manejo agronómico, sistemas de contención de polen, métodos de seguimiento sumamente estrictos del suelo empleado para multiplicar semillas, despanojamiento, esto es, el retiro de todas las estructuras reproductivas de los cultivos genéticamente modificados, en los momentos que hayan dejado de ser necesarias.  Puntualizó que si hoy la contaminación no se produce se debe al adecuado sistema de control utilizado, e indicó que lo anterior se aplica a los cultivos convencionales con la flora circundante, pues, especificó, tanto los frutales como las especies forestales transgénicos están en régimen de invernadero, sin que se les posibilite interactuar con el medio ambiente.


Informó que desde la Quinta hasta la Octava Región ha habido o hay diversos cultivos destinados a multiplicar las semillas de vegetales transgénicos, a saber: papa, trigo, maíz, remolacha, canola, raps, falso azafrán, melón, zapallo, calabaza, poroto soya, maravilla, tomate, manzana, pino, eucaliptus y tabaco, y cuantificó la superficie ocupada hasta 2004 en unas 7.000 hectáreas; cifra que fue afinada por la señora Subsecretaria de Agricultura en unas 14.414 hectáreas, pues, dijo, también se deben considerar las extensiones utilizadas en las regiones Primera, Tercera y Cuarta, además de la Metropolitana. 


Sobre las experiencias en terreno, comentó que de acuerdo con las regulaciones del Comité Asesor para la Liberación de Transgénicos, CALT, y el sistema biovigilado por el Servicio Agrícola y Ganadero, si se siembra, por ejemplo, canola o raps transgénico, debe haber un tratamiento del suelo pos cosecha, que impide el cultivo de esos campos en los cuatro años siguientes a la cosecha.  Especificó, a instancia del Honorable Senador señor Coloma, que, cotejada con la realidad en otros países, dicha exigencia puede ser estimada como igual o mejor, y refirió que países como Argentina, Paraguay o Canadá tienen problemas por no haber contado desde un inicio con un sistema estricto, y mencionó que hay campos, donde un año después, pese a no haber raps transgénico, se aplican herbicidas y salen plantas voluntarias transgénicas.


Respecto del riesgo que quede un producto transgénico, en el evento de no hacerse un tratamiento del suelo, advirtió que no es tal sino una percepción pública, y hacerlo se explica por una cuestión de ética, de tranquilidad  y, especialmente, de seguridad.  Indicó que la iniciativa en examen es conservadora y mantiene aquel esquema de trabajo, pero técnicamente estima que no hay justificación para dicha exigencia.  


Calificó de estricto el sistema cuarentenario que Chile aplica al raps genéticamente modificado, y señaló que, no obstante las exigencias del mecanismo y del organismo regulador, tanto las empresas generadoras de estos vegetales genéticamente modificados como los arrendadores de los  predios siguen utilizando la tecnología, aunque Chile se torne en un país más bien inflexible desde esa perspectiva; explicó que se trata de un aspecto social que requiere un análisis de fondo.  Refirió que se han estudiado los flujos génicos en dichos campos transgénicos desde el año 2001 y se ha acumulado alguna experiencia en la evaluación del real impacto que tienen los centros o los semilleros comerciales donde se maneja este tipo de semilla transgénica.

Se refirió también a otra realidad, consistente en que los semilleros transgénicos deben ser puestos dentro de jaulas para el control de flujo de polen, en los que hay también ejemplos de un manejo menos afortunado de plantas transgénicas.  


Señaló que la resistencia a herbicidas, en  especial, al glisofato, es uno de los principales eventos de raps que ha sido incorporado al sistema productivo nacional, y agregó que al visitar campos de aquel tipo fueron recogidos individuos sospechosos a distancias variadas o en el mismo centro transgénico, en función de la cuarentena, de forma tal que en épocas de siembra o cosecha se visitaban lonjas de 200 metros de largo por 20 metros de ancho, esto es, hasta una distancia de 200 metros del centro transgénico.  Explicó que hubo casos en los que no fue posible encontrar ese tipo de evento por el manejo que pide el organismo regulador, puesto que están confinados en invernaderos, y hubo otros en que se recurrió a zonas aun más distantes, lugares muy remotos del centro transgénico, para recoger muestras de posibles efectos de polen o de plantas voluntarias escapados.  Explicó que si a una planta de raps no modificada genéticamente se le aplica el herbicida, muere a las dos semanas; en cambio en un caso similar, la transgénica no resulta afectada por el herbicida en el mismo lapso.  Aseveró que en eso consiste la transgenia específica para dicho caso, esto es, se trata de semillas sembradas ex profeso en un lugar.  La cuestión investigada, precisó, radica en saber qué pasaba con las plantas potenciales híbridas que fueron encontradas -cuyo carácter híbrido fue establecido por un análisis molecular-, y en todos los casos dichos individuos murieron dos o tres semanas después de habérseles aplicado el herbicida.  


Sintetizó las conclusiones: todos los escapes encontrados desde 2001 en este tipo de campos se murieron, situación que tiene un significado de alcance biológico pues la formación real de la famosa súper maleza no es tal sino una herramienta argumental que muy livianamente se usa por las organizaciones ecologistas para argumentar la fuga de genes, y ante esos dichos existen tablas y resultados que, aceptando la realidad de los eventos de fuga de polen, proceso natural de interacción entre un vegetal y otro, o entre el raps que no es transgénico y el yuyo que está a su lado, o entre el que sí lo es y el yuyo vecino, lo relevante es que lo que genera dicha interacción no es biológicamente viable.  Reiteró: los antecedentes biológicos, técnicos, enseñan que la generación de súper maleza no es tal.


Asimismo, refutó el argumento de que la fuga de polen del raps transgénico, que lleve el germen de resistencia al herbicida, al caer sobre una planta que crece cerca del campo, por ejemplo un yuyo -que, sexualmente, es compatible con aquél-, genere maleza incontrolable.  Para que una hipótesis como esa pudiera cumplirse, debería concurrir un cúmulo de requerimientos biológicos sobre los que no ha hecho mención detallada, por razones de brevedad de la exposición, limitándose a mostrar el resultado de algunos de los individuos que, efectivamente, fueron recolectados de los campos de control, y que demuestran que el gen que ejerce esa función de resistencia en el raps no lo hace en el yuyo.


El Honorable Senador señor Allamand observó que esa aseveración podría ser suficiente, por sí sola, para derribar todas las normas de protección que actualmente se practican ya que si la evidencia científica confirma la imposibilidad de propagación genética en la forma anteriormente descrita, es razonable preguntar ¿cuál es la razón para los controles establecidos?  


El señor Prieto señaló que la inferencia de Su Señoría es cierta, aunque previno que al mundo científico se le suele endilgar la crítica de una arrogancia extrema respecto de ciertos hechos, y que él, apoya un sistema de resguardo, pese a estos resultados, aunque es probable que nunca ocurra un siniestro.  


Indicó que habiéndose realizado, también, experimentos en el maíz y en la papa, el resultado acumulado, en lo referente a flujo génico, entrega prospecciones similares, además, de números que enseñan cómo evaluar aquel flujo en el campo para estos cultivos genéticamente modificados: todo lo cual corrobora la existencia de una capacidad técnica nacional. Agregó que en Chile se han generado, también, sistemas de trazabilidad molecular y se dispone de bases de datos en la que está incorporada toda la flora vascular y mediante procedimientos computacionales se ha modelado la interacción de las distintas especies y  su factibilidad.  


Describió los resultados: un catálogo sumamente completo de la flora vascular chilena -afirmación que funda en la reunión de toda la información botánica disponible en el país- ordenada en una base de datos que fue hecha llegar a la Comisión Nacional de Medio Ambiente.  Particularizó que las especies chilenas de la flora silvestre han sido divididas en nativas, naturalizadas e introducidas, e incluye, asimismo, a todas las especies cultivadas de interés agrícola, forestal, ornamental y medicinal, habiéndose introducido adicionalmente en aquella base de datos las especies cultivadas transgénicas disponibles en el mundo.  Recalcó que este tipo de antecedentes ha permitido generar información de 3.517 especies introducidas, 218 cultivadas, es decir, de uso agrícola y que, por lo mismo, presentan sistemas de plantación con una densificación que origina una alta concentración de polen, y casi 5.000 nativas.  Las especies cultivadas, mencionó, se dividen en 157 de interés agrícola, 55 de interés ornamental y 6, de interés forestal.  Explicó que la biología de cada una de éstas se reporta en la base de datos, esto es, su forma de polinización, anualidad, tipo de reproducción, factores involucrados en su polinización, formación de bancos de semillas, viabilidad de la semilla y del polen.  Respecto de la pertinencia del concepto plantas cultivadas que congrega especies introducidas y nativas, indicó que se puede analizar el efecto de una cultivada sobre una nativa porque, también, la agricultura convencional impacta sobre la biodiversidad nativa.

Enfatizó la altísima importancia que presenta la determinación del parentesco observable desde el punto de vista de compatibilidad sexual, a nivel de transgénicos con las distintas especies indexadas en el catálogo.  Señaló que en las especies introducidas hay 111 que presentan cierta compatibilidad a nivel de especie con todos los transgénicos presentes en el mundo; 67 especies cultivadas pueden experimentar algún grado de interacción con las transgénicas, y de todos sólo dos especies nativas podrían ser sensibles a los transgénicos.  Insistió en que es posible construir ese tipo de información y de modelización, a partir del catálogo a que  ha hecho referencia.


El Honorable Senador señor Allamand recalcó que no existiría posibilidad de compatibilidad de especies entre los cultivos transgénicos y el stock chileno de especies.  Hizo referencia a que entre el raps y el yuyo hay compatibilidad sexual, pero no así entre el raps y un durazno.  Consultó si es correcto que sería muy baja la posibilidad de una pandemia genética o que la biodiversidad resulte afectada por el factor mencionado. 


El señor Prieto respondió que lo anterior corresponde exactamente a lo que pretende exponer, y que en el caso extremo involucra a dos especies nativas que son el pasto miel y la solanum tuberosum, 67 especies cultivadas y 11 introducidas.  Resaltó la importancia de estos antecedentes porque la compatibilidad a nivel de especie no significa que, en efecto, lo sean sexualmente, lo cual podrá ser comprobado cuando se hagan los experimentos, con cada una de ellas. 


El Honorable Senador señor Espina consultó si los antecedentes entregados significarían que la autorización de productos genéticamente modificados no afectarían a la biodiversidad de especies nativas en el caso de Chile.


El señor Prieto indicó que se trata de la información susceptible de alcanzar con la capacidad técnica nacional y si, además, se sabe la ubicación geográfica de esas especies nativas es posible compatibilizar los tipos de agricultura y se puede manejar un sistema agrícola nacional bajo esos criterios.


Se abocó, a continuación, a responder la interrogante de porqué regular, concepto que se estructura sobre un enfoque panorámico que es, en todo caso, conservador, y citó uno de los argumentos finales que concordó la Comisión Presidencial de Biotecnología 2003-2004, que sustenta:  “la introducción de cualquier cultivo vegetal distinto o nuevo, sea un OGM o no-OGM, (por ejemplo, una especie exótica) tiene efectos ambientales”, en consecuencia, postula que “lo relevante es identificar en qué consiste dicho riesgo y cómo manejarlo".  Lo que propone la Moción, adelantó, es generar las herramientas y una ruta de trabajo que haga posible ese manejo.  Este concepto técnico de trabajo se ha traducido a un lenguaje legal.


Al concluir su exposición, señaló que ha explicado porqué es necesaria la regulación, dada la existencia de dos tipos de semillas, y refirió que cuando las semillas genéticamente modificadas entran desde Argentina como granos no son descritas o detectadas como transgénicos y se las incorpora a la cadena alimenticia nacional, como granos de comercialización o como ingredientes de mantequilla y aceites.  Advirtió que en este punto se plantea la cuestión del etiquetado, incidente desde el punto de vista de la regulación económica.  Refirió que lo anterior permite ver cuán complejo es el panorama, y refuerza la necesidad de establecer un flujo de trabajo para este tipo de actividades.  Señaló que los elementos técnicos que sustentan la Moción hacen razonable separar un vegetal genéticamente modificado de otros organismos genéticamente modificados, atendida la acuciosidad extrema que es menester en este tipo de análisis, tanto desde el punto de vista técnico como legal.  


Por su parte, la Subsecretaria de Agricultura señora Cecilia Leiva manifestó que hay antecedentes que es importante tomar en cuenta al abordar esta temática. En particular, refirió que en junio de 2002, por un mandato presidencial, se constituyó la Comisión Nacional para el Desarrollo de la Biotecnología, la que trabajó durante diez meses con el propósito de proponer acciones públicas y privadas tendientes a crear y consolidar una política de desarrollo de biotecnología en el país; aquélla, prosiguió, estuvo integrada por representantes de diversos sectores científicos parlamentarios, dirigentes empresariales, técnicos y autoridades de gobierno, y se puede afirmar que desde noviembre de 2003 Chile cuenta con una política en este campo que planteó cuatro objetivos específicos: primero, permitir el desarrollo empresarial en estas líneas; segundo, propender al desarrollo de las capacidades científicas, tecnológicas y de formación de recursos humanos en esta materia; tercero, gestación de un marco regulatorio y, por último, desarrollo de la institucionalidad pública y de la participación ciudadana.


Informó que el marco regulador contenido en esa política planteó la necesidad de elaborar una ley de bioseguridad de los organismos genéticamente modificados, indicación que se materializó en la elaboración de un anteproyecto, que fue enviado al Ministerio Secretaría General de la Presidencia, en 2005, trabajo que fue coordinado por el Ministerio de Economía, e involucró a los Ministerios de Salud, de Agricultura y de Relaciones Exteriores,  Expresó que en este momento se cuenta con aquel anteproyecto que contempla al conjunto de los organismos genéticamente modificados. 


Aclaró a continuación la posición oficial del Ministerio de Agricultura ante la iniciativa en examen, a cuyo respecto dijo que observa con interés esta moción, que busca legislar acerca de la biotecnología moderna, pues en la actualidad esta materia sólo está normada a través de una resolución del Servicio Agrícola y Ganadero, SAG, que reglamenta determinadas actividades.


Concordó en que es probable que en Chile se estén desarrollando actividades en esta materia sin la debida autorización, lo que como contrapartida significa que tampoco tienen prohibición expresa.  Por las razones señaladas, sería de gran utilidad contar con una norma con rango de ley, que establezca directrices claras en materia de biotecnología moderna y bioseguridad.  Adicionalmente, puntualizó, dada la existencia de mociones parlamentarias en esta materia, algunas en trámite, esta iniciativa parece ser una buena oportunidad para discutir el tema, en tanto el Ejecutivo no presente, ya sea el proyecto de ley trabajado durante la Administración anterior u otro mejorado.


Previno que la política del Ministerio de Agricultura en materia de los organismos vegetales modificados ha sido cautelosa, procurando proteger el medio ambiente silvoagropecuario y los recursos naturales, al adoptar decisiones sobre el particular.  Ello se ha logrado autorizando, caso a caso y con medidas de bioseguridad, la reproducción de material vegetal transgénico de propagación, como lo son las semillas.  


Puntualizó que el cultivo extensivo de especies transgénicas, para otros propósitos diferentes que la producción de semillas, se estima riesgoso, en términos de bioseguridad, debido a la dificultad de hacer cumplir las medidas pertinentes.  Por ello, estimó que el cambio de política del Ministerio de Agricultura demanda determinar los mecanismos que otorguen las necesarias garantías para que en el país coexistan diferentes tipos de agricultura.


Discrepó que exista una paradoja evidente, como lo plantea la Moción, entre el cultivo de semillas transgénicas para la exportación y la importación de granos transgénicos, destinados al consumo animal, y la cautela que prevalece respecto a la expansión de este tipo de cultivos.  Enfatizó que las acciones permitidas no representarían riesgo para el medio ambiente y los recursos naturales, puesto que están circunscritas a propósitos específicos. 


Por las razones anteriores, dijo, se valora la oportunidad que  esta Moción otorga para avanzar en la definición de una posición país sobre la materia, basada en un amplio diálogo público-privado. Señaló que el Ministerio está abierto a colaborar en una iniciativa de estas características, y comprometió su aporte en las materias que les son propias. 


Se trata de una moción que regula distintos ámbitos, incluye participación ciudadana, etiquetado, zonas restringidas, establecimiento de registros, procedimientos de autorización por instancias competentes, normas de fiscalización, tipificación de infracciones y sanciones, entre otros aspectos. 


Desde un punto de vista general, expuso, se observa en forma positiva que la Moción coincida, en muchos aspectos, con el anteproyecto de ley trabajado durante la administración anterior, entre ellos, la regulación de la evaluación y autorización caso a caso, protección de centros de origen y diversidad genética, reconocimiento de principios de transparencia y participación ciudadana, análisis de riesgo, zonas de prohibición y restricción, instancia de revisión de las decisiones de la autoridad, definición de infracciones y sanciones, aspectos de fiscalización, entre otras materias.


No obstante lo anterior, dejó a salvo la necesidad de abrir una discusión sobre aspectos, generales y específicos, que la Moción no aborda o sólo lo hace parcialmente.  En forma meramente enunciativa, apunto las siguientes: discernir si los transgénicos serán considerados cultivos especiales o convencionales; discutir si el proyecto debe abarcar sólo a los vegetales genéticamente modificados y sus productos derivados; definir la institucionalidad; determinar la información que estará a disposición de la ciudadanía; especificar aspectos de bioseguridad necesarios, tales como regulación de la evaluación caso a caso, análisis de riesgo, medidas de bioseguridad, situaciones de emergencia frente a peligros de contaminación; zonas de restricción y prohibición de actividades con vegetales genéticamente modificados; diferenciar los procedimientos aplicables a cultivos y eventos biotecnológicos ya evaluados; dilucidar  la mejor forma de revisión de las decisiones de la autoridad, esto es, el régimen de reclamaciones; abarcar los aspectos atingentes al etiquetado: sanitario, información al consumidor, evaluación costo/beneficio del etiquetado y sancionar la normativa sobre fiscalización, infracciones, sanciones y responsabilidad civil. 


Finalmente, informó que la Subsecretaría de Economía, que cumplió el rol de coordinador del anteproyecto de ley en la etapa precedente, está llamando a la constitución de una nueva mesa de trabajo para su revisión y perfeccionamiento, con miras a su remisión al Ministerio Secretaría General de la Presidencia.  Dejó planteado el interés de que se pudiera establecer una colaboración con el trabajo que reemprenderá la Subsecretaría de Economía.

El Honorable Senador señor Espina precisó que  esta Moción aborda un tema de importancia para la sociedad, razón por la cual existe plena disposición para acoger a estudio todas las indicaciones que presente el Ejecutivo con miras a perfeccionar aquélla, y descartó que los autores de la misma pretendan alguna suerte de exclusividad.  Planteó que no le parece que esfuerzos de esta naturaleza sean sucedidos por el envío posterior de un proyecto del Ejecutivo que olvida el esfuerzo precedente.  Sin perjuicio de lo anterior, adelantó que en el curso del debate se abrirá el espacio para el diálogo y la búsqueda de una manera de recoger toda esa información y determinar si se abordará la vía exclusiva de los vegetales o si se asumirán otras materias.


En otro orden de hechos, señaló la importancia de encarar qué beneficios concretos tienen los productos transgénicos para Chile; relató que le cupo presenciar parte del debate en la Unión Europea sobre los transgénicos, y los representantes de los sectores agrícolas, en forma unánime, confrontaron a los sectores ecologistas, experiencia que consolidó su convicción de poner en el tapete las enormes ventajas de contar con una legislación sobre la materia porque la utilidad del proyecto se mide no sólo por los avances de la investigación científica sino, también, por sus resultados económicos. Relacionó aquel antecedente con el mejoramiento de la resistencia a plagas del raps genéticamente modificado, dado que la misma redundará en mayor rendimiento por hectárea, lo que proyectó al escenario de la producción de biocombustibles. Explicitó que se refiere al cambio más significativo de la agricultura, en el territorio que va de las regiones del Maule hasta Los Lagos, y que le lleva a pedir a los representantes del Ejecutivo un estudio de las ventajas económicas que le reportará a las personas esta faceta del proyecto, sin perjuicio del debate paralelo sobre eventuales efectos en la salud de las mismas.


Debido a que representa una zona con altos  índices de pobreza, lamentó que el debate sobre los cultivos genéticamente modificados se centre sólo en la cuestión de si es inocua dicha manipulación genética y si esto afecta a la biodiversidad del país. Prosiguió diciendo que dicha controversia esconde otro aspecto, cuyo fondo es de mayor relevancia: un proyecto de esta naturaleza, sustentado en la evidencia empírica de que los cultivos transgénicos no producen daños a la salud, permitirá que tanto la región que representa como otras muchas del país dejen de ser pobres, al posibilitar la producción de raps de mejor condición y calidad para su uso en el biodiesel, lo que lo transformará en cultivo estrella, no obstante que hace cinco o seis años atrás estaba prácticamente desaparecido.  Otro tanto sucede con el trigo que produce Chile, apto sólo para el consumo humano o animal -como alimento de peces-, no obstante que hay variedades  que, administradas adecuadamente, son idóneas para utilizarlas en la elaboración de productos no alimenticios.  Sintetizó: existe toda una dimensión que debe ser conocida y, por lo mismo, es importante disponer de una estimación del monto que aportaría esta clase de cultivos al producto agrícola.


Asimismo, solicitó oficialmente el Informe de la Comisión Nacional para el Desarrollo de la Biotecnología, para que éste sea incorporado en el informe correspondiente de la Comisión.


La señora Subsecretaria de Agricultura sugirió distinguir entre los rubros de la actividad agrícola ya que, por ejemplo, los productores de fruta de exportación no están interesados en los cultivos transgénicos, lo que induce a pensar que la preferencia del consumidor es un aspecto relevante en las decisiones económicas.  Reconoció que efectivamente, en casos como el maíz o el raps, aparece una ventaja significativa, sobre todo si se incorporasen los biocombustibles a la matriz energética.


El Honorable Senador señor Allamand consultó si la señora Teresa Agüero, encargada de Medio Ambiente, Bioseguridad y Recursos Genéticos de la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias, por el hecho de haber participado en el debate que se materializó en el anteproyecto de ley elaborado por el Ejecutivo, estaría en situación de reseñar los reparos que los grupos ecologistas han planteado en dichas comisiones y su evolución, dado que entiende que el eje de sus planteamientos ha experimentado cambios.


La señora Teresa Agüero manifestó que aquellas organizaciones están agrupadas en la Red por un Chile Libre de Transgénicos, cuya posición permanente la denota su nombre y no está al tanto de que haya habido una variación a este respecto. Según entiende, agregó, han elaborado un comentario  a la Moción, en el cual manifiestan su posición contraria a esta clase de cultivos porque dañan a la salud humana y son contaminantes y junto a estos argumentos exponen fundamentos científicos.  Precisó que ellos no participaron en forma permanente en la Comisión Nacional para el Desarrollo de la Biotecnología sino que sólo fueron llamados a las audiencias públicas, y en el proyecto de ley no fueron consultados porque se trató de una iniciativa del Ejecutivo que consultaba su participación en el debate legislativo propiamente tal.


Señaló que los argumentos de los grupos ecologistas se fundan en planteamientos científicos, y el establecimiento de la verdad científica no es un asunto ajeno a la controversia sino materia de intenso debate.  Resaltó el criterio expuesto por la señora Subsecretaria que valora la importancia de considerar el tema de los consumidores porque se está ante un tema que la ciencia no resuelve y que requiere regulaciones, por las fuertes implicaciones comerciales que tiene el objeto del debate, lo que le lleva a enfatizar que este es un punto a discutir.  


Manifestó en relación con la presentación del señor Prieto, que el cotejo que éste hace de dos especies nativas, sólo es válido respecto de las especies actualmente transgénicas, ya que en función del avance de la ciencia y de la misma tecnología, éstas son susceptible de cambios, lo cual lleva a pensar que razonablemente mañana habrá más cultivos transgénicos y, por ende, más especies nativas relacionadas con éstos, razón por la cual los indicadores no son estables en el tiempo. 

Otro elemento a considerar, acotó, es que si bien se habla de especies nativas, preciso es tener en consideración, también, a las especies naturalizadas que han ido adquiriendo sus propias características en Chile, y muchas de las organizaciones no gubernamentales se refieren a la existencia de maíces antiguos, razón por la cual también es relevante cuidar aquellas especies. 


Precisó que se deben considerar también las medidas de bioseguridad que, si bien son apoyadas por el señor Prieto, en el planteamiento del Honorable Senador señor Allamand se las podría entender como innecesarias.  Resaltó la necesidad de esa clase de medidas, desde el punto de vista de la defensa, de las especies nativas,  de las naturalizadas cultivables, con independencia de si en unas u otras, se exprese la transgenia, en definitiva. 

Finalmente, respecto de la rotación, sostuvo que desde un ángulo meramente comercial es dable razonar que si se tiene existencia de plantas voluntarias, aparecidas con posterioridad al evento de cultivos transgénicos, y se deseara tener uno convencional libre de aquéllos, ya no sería posible tener garantía de limpieza total.  Afirmó que las medidas de bioseguridad permiten establecer la trazabilidad de cultivos o de productos con transgénicos y de los que están libres de los mismos.


A continuación, el señor José Antonio Galilea adelantó que su exposición consulta menciones a los efectos que la aplicación de la biotecnología tiene para el sector agrícola, pero advirtió que se trata de un elemento que no cabe  considerarlo con un alcance demasiado generalizado porque las manipulaciones genéticas hechas sobre los cultivos más conocidos y abundantes son precisas y sumamente acotadas; por lo tanto, agregó, no se está ante un proceso descontrolado de intervenciones genéticas.  


Observó que hay dos elementos adicionales que es preciso considerar en relación con la rotación. El primero es que los agricultores en el normal desempeño de sus actividades agrícolas, en especial, tratándose de cultivos anuales, establecen sistemas de rotación de cultivos, por razones de índole económica para resguardar lo que se denomina el cultivo cabecera de rotación, que normalmente será el más rentable, pero también opera un factor fitosanitario constituido por el surgimiento de enfermedades y hongos que terminan por afectar el rendimiento en forma  drástica.  Lo segundo, es que la norma vigente que autoriza la multiplicación de semillas transgénicas para su exportación no libera de ninguno de los riesgos que se podrían exponer porque lo normado actualmente es el destino de los cultivos.   


En seguida, el señor Galilea se refirió a la Moción y explicó que ésta se dirige a dos objetivos: en primer término, el fomento de la biotecnología moderna lo que, en el contexto de la iniciativa en examen, significa autorizar, tanto para fines de investigación como de comercialización, la utilización de organismos biológicos y sus partes, que hayan sido modificados ya por introducción de genes foráneos, ya por fusión de células, y, en segundo lugar, la protección de la salud humana, la sanidad animal y vegetal, la biodiversidad y el medio ambiente, para lo cual se requiere un informe de evaluación de riesgos en el caso de las actividades que necesitan una autorización.


Identificó tres efectos principales derivados del uso de esta biotecnologìa en la agricultura, particularmente para los productores, a saber: la obtención de una productividad mayor; la disminución de los costos y la reducción en el uso de pesticidas tóxicos, lo cual naturalmente incide sobre el medio ambiente.

A continuación, delineó dos datos reveladores de las ventajas que el cultivo de vegetales genéticamente modificados le reportó a la agricultura argentina, en la última temporada, extraídos de un estudio realizado por los doctores en Economía Agraria, señores Eduardo Trigo  y Eugenio Cap, quienes han actuado, también, como consultores especializados para la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura, FAO, el Banco Mundial, el Banco Interamericano de Desarrollo y el Instituto Interamericano de Cooperación para la Agricultura, IICA, estudio que se publicó en diciembre de 2006, por encargo del Consejo Argentino para la Información y el Desarrollo de la Biotecnología.


El primero, señaló, revela que la participación de los cultivos genéticamente modificados alcanza en el caso de la soja al 90% del total de la superficie cultivada con esta leguminosa, en procura de una tolerancia mayor a herbicidas, y a 70% y 60%, respectivamente, en los casos del maíz y del algodón, con la mira de acrecentar su resistencia a insectos.  Agregó que de aquel trabajo, entre varias conclusiones, se infiere que el proceso de incorporación de nuevas tecnologías ha tenido un impacto profundo en la transformación de la agricultura argentina y en toda la economía de aquel país.  Cifró los beneficios totales para los tres cultivos en más de US$ 20.000 millones, a contar de 1996, en que se pusieron en práctica los primeros cultivos genéticamente modificados.

El segundo, particularizó, se refiere a los beneficios brutos de la liberación de los cultivos genéticamente modificados, medida que en el caso de la soja implicó una reducción de costos ascendente a US$ 1.763 millones, y una expansión de las áreas incorporadas estimada en US$ 17.974 millones; en suma, el beneficio bruto total equivale a US$ 19.737 millones.  Agregó que el desarrollo de cultivos genéticamente modificados se remonta, en este caso, a 1996, en forma prácticamente simultánea con la introducción de éstos en el mundo, lo que da pie a que se hable de la “sojización de Argentina”, debido a la expansión de la superficie cultivada que trajo aparejado el uso de biotecnología.  Señaló que a lo largo de aquel período, la distribución de los beneficios generados por la adopción de soja genéticamente modificada muestra una derivación de aquéllos en un rango del 76% a los productores; 15%, para el Estado; 5%, para los vendedores de agroquímicos (glifosato) y 4% para los proveedores de semillas.


Asimismo, destacó que en el lapso 1998-2005, para los cultivos de maíz genéticamente modificado, los beneficios alcanzaron a los US$ 481,7 millones, cuya distribución generó un margen de 43% a los productores, del 41%, a los suministradores de la semilla utilizada y 16% para el Estado.  En relación con similar clase de cultivos de algodón, mencionó que el estudio cuantifica los beneficios, en idéntico período, en US$ 20,8 millones, de los cuales el 86% se lo apropió el sector productivo; el 9%, los suministradores de la semilla, y el 5% lo capturó el Estado.


Finalmente, en el orden de los antecedentes generales, dio a conocer que la superficie sembrada con vegetales genéticamente modificados, en el mundo, ha saltado desde 1996 al presente a más de 100 millones de hectáreas, con una tasa de crecimiento anual, particularmente, en 2005, en relación con el año precedente, de un 11%, equivalente a 9.000.000 de hectáreas.

Ahondando en su relación de los rasgos característicos de la Moción legislativa en examen, señaló que la misma expone que Chile no cuenta con una legislación en materia de biotecnología;  precisó que desde el ámbito de la regulación agrícola, sólo existe la Resolución Nº 1.523 de 2001, del Servicio Agrícola y Ganadero, que establece normas para la internación e introducción al medio ambiente de organismos vegetales vivos modificados de propagación.  En síntesis, el marco regulador vigente autoriza la producción de semillas para exportación sin permitir su cultivo para fines comerciales en el mercado interno, no obstante lo cual es lícita la importación de productos genéticamente modificados para ser vendidos en el territorio nacional.   


Enfatizó que se trata de una situación paradójica porque aquella prohibición que grava a los productores chilenos ha dado sustento aparente al planteamiento de algunos en orden a que Chile es un país libre de transgénicos, sin reparar que, por la vía de la multiplicación de semillas que se importan a Chile y se reexportan, es evidente que los transgénicos existen y, muy probablemente, su estancia sea para quedarse; en consecuencia, concluyó, lo que cabe es normar su uso y su comercialización. 

El proyecto, reseñó, regula una serie de aspectos atingentes a la generación, la manipulación y la utilización de vegetales genéticamente modificados, en particular, los referentes al uso confinado; la investigación;  los cultivos comerciales; las autorizaciones para realizar tanto la investigación como la producción de cultivos; la evaluación y el control de riesgos; la participación ciudadana; el etiquetado; el régimen de zonas restringidas; la fiscalización, y lo relativo a sanciones y multas.

En un nivel de agregación distinto, definió cuatro tipos de actividades dirigidas a desarrollar vegetales genéticamente modificados que son materia de esta normativa: a) el uso confinado de vegetales genéticamente modificados; b) su introducción al medio ambiente con fines de investigación; c) similar actividad cuando el propósito es  comercializarlos, y, d) la producción y la comercialización de alimentos provenientes de vegetales genéticamente modificados.

Sistematizó que cada una de aquellas actividades está sujeta a una serie de exigencias, y que en el caso del uso confinado de vegetales genéticamente modificados, es deber primordial informar a la autoridad respectiva, con la debida individualización del titular, sobre los fines del uso confinado, la indicación del establecimiento en que se desarrollará la actividad, la forma en que se dará cumplimiento a los requisitos contenidos en el Manual de Normas de Bioseguridad de la Comisión Nacional de Ciencia y Tecnología, Conicyt, además de mantener a disposición de la autoridad toda la información relativa al uso confinado. 

En lo que toca a la introducción al medio ambiente de vegetales genéticamente modificados, con fines de investigación, destacó que para la obtención del permiso requerido se debe aportar la individualización del titular; la caracterización del vegetal genéticamente modificado; el propósito de la investigación; la determinación de la región, provincia, comuna y lugar, incluyendo la superficie total y del predio.  Además, se requiere: un informe de evaluación de riesgos y los antecedentes que lo fundamentan; la expresión de las medidas de bioseguridad que se adoptarán; los antecedentes sobre la introducción de especies vegetales similares en el medio ambiente, en otros países o en Chile; las medidas que se proponen para el almacenamiento, transporte y disposición final del vegetal genéticamente modificado y el plan de seguimiento de la actividad. A su término, explicó, es obligatoria la presentación del informe final, a los 30 días de concluida la investigación.

Hizo una enunciación particularizada, asimismo, de los requisitos para que se conceda permiso para introducir al medio ambiente vegetales genéticamente modificados, con fines de comercialización, entre las cuales, enunció, la presentación del permiso otorgado para la investigación precedente y el informe final que dé cuenta de los resultados de aquella actividad; las medidas específicas consultadas para efectos de identificación y etiquetado; las condiciones de uso, manejo y embalaje para efectos de su comercialización y las previstas para su almacenamiento, transporte y disposición final.

Destacó que si no hubo un permiso previo de investigación, además de lo anterior, se requiere precisar el origen del vegetal genéticamente modificado y si fuere importado, el país, el laboratorio y los científicos; su caracterización con la indicación de la modificación genética; el informe de los resultados de la introducción con fines de investigación y el certificado de la autoridad del país de origen, en caso de importación.

Explicó, finalmente, que al solicitar autorización para la producción y la comercialización de alimentos vegetales genéticamente modificados o de productos derivados para consumo humano, además del permiso de comercialización, se requiere de autorización de la autoridad de Salud, conforme al Código Sanitario y el Reglamento de Alimentos y, también, la que debe emitir el Servicio Agrícola y Ganadero, con arreglo a su Ley Orgánica y al Reglamento de Alimentos de Animales.

Otro rasgo característico importante del proyecto, resaltó, es que regula la participación ciudadana en concordancia con los principios de la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente, asegurándole a la comunidad el acceso a la información general que disponible para la autoridad nacional y regional sobre los vegetales genéticamente modificados; se consagra así, prosiguió, el derecho de todo interesado a imponerse de las solicitudes y de las evaluaciones de riesgo relativas al otorgamiento de permisos, mediante la publicación en extracto de las resoluciones dictadas en medios informativos de circulación regional; en este mismo orden de consideraciones, apuntó, faculta a cualquier persona natural o jurídica a formular observaciones en los procesos de otorgamiento de permisos, acompañando antecedentes.

Expuso, también, que el proyecto norma, en un título especial, la identificación y el etiquetado de los productos; estas disposiciones, razonó, probablemente, concentren una parte importante de la discusión, dado que la obligación de etiquetar procede cuando los vegetales genéticamente modificados o sus productos derivados no sean substancialmente equivalentes a los productos convencionales, en sus características relevantes, principio que es similar a la decisión adoptada en la materia por países desarrollados, como Estados Unidos.  Adelantó que es complicado, técnicamente, determinar con precisión, cuándo un producto ha tenido manipulación genética y, sobre todo, en qué porcentaje.  Informó que Estados Unidos lo impone cuando aquélla es del orden del 1%; precepto que en Europa es aun más estricto. 

Agregó que cabe mencionar la exigencia de una leyenda impresa en un lugar destacado de la etiqueta que detalle la composición alimenticia y las propiedades nutricionales, así como información de la composición genética adquirida y sus implicancias, requerimientos de cultivo, cambios reproductivos y productivos, tratándose de semillas o material vegetativo destinado a siembra, cultivo o producción agrícola. 


Asimismo, señaló que, como fluye de su lógica, la Moción restringe la introducción de vegetales genéticamente modificados en zonas declaradas centros de origen y diversidad genética o correspondientes al Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado.  En forma complementaria, informó, establece que los centros de origen se declararán por medio de un decreto supremo, a propuesta del Servicio Agrícola y Ganadero, en un procedimiento público, en el que cabe la participación ciudadana.


Haciéndose cargo de lo expuesto por la señora Subsecretaria de Agricultura respecto de los cultivos de los frutales, señaló que el informe que, en el mes de junio de 2003, la Comisión Nacional para el Desarrollo de la Biotecnología le entregara al Presidente de la República, uno de cuyos acápites consigna la existencia de una primera generación de productos derivados de la biotecnología, que ha tornado en realidad diversas aplicaciones de interés para el sector productivo agrícola, tales como, cultivos resistentes a insectos y enfermedades, los cuales, al sustituir el uso de agroquímicos, reducen los costos de producción, generan importantes beneficios para el medio ambiente y desarrollan plantas tolerantes a condiciones ambientales extremas, como por ejemplo sequías, salinidad y altas o bajas temperaturas.  A la par, relató el avanzado estado de desarrollo de una segunda generación que ofrecerá beneficios directos al consumidor: productos cuya calidad superior la denotan una mejor textura, madurez, sabor y color, así como plantas con un mayor contenido de vitaminas y aceites saludables.

En consonancia con lo anterior, rescató la Propuesta 21 de aquel documento que preconiza un marco jurídico que, junto con regular el cultivo y la utilización de organismos genéticamente modificados, configure un procedimiento transparente para los  solicitantes, garantice participación a todos los actores interesados e incorpore, asimismo, criterios de evaluación de riesgo, caso a caso, basados en principios científicos.  Aquel informe, citó, sistematiza un régimen en el que “los actuales conocimientos científicos en materias de riesgo sanitario y ambiental asociado al cultivo y utilización de organismos transgénicos posibilitan modernizar el marco regulatorio silvoagropecuario y acuícola, admitiendo la expansión de los usos comerciales de los OGM.”. 

Concluyó afirmando que una norma clara en la materia permitirá al sector productivo utilizar la creciente oferta de organismos transgénicos de uso silvoagropecuario y acuícola, así como  prevenir los riesgos para el medio ambiente y la salud de las personas.


Con posterioridad, vuestra Comisión escuchó los planteamientos de la Fundación Ciencia para la Vida, representada por su Presidenta, la Doctora en Biología Celular señora Bernardita Méndez y por el Director don Pablo Valenzuela, Doctor en Química y Premio Nacional de Ciencias Aplicadas y Tecnológicas.


La Doctora Méndez valoró la importancia de una normativa legal que formalice la manipulación, la producción y la comercialización de transgénicos en Chile.  Sentó un presupuesto de análisis: el reconocimiento de que el ser humano desarrolla variedades vegetales desde hace miles de años, por lo tanto, su prosecución con técnicas modernas es sólo un paso más en su devenir. Aseveró que la modificación genética utiliza no sólo técnicas de ingeniería de esa especialidad sino también la mutagénesis, esto es, la irradiación de una planta o su tratamiento químico, que genera muchas otras modificaciones cuyo control es difícil.  De hecho, prosiguió, la ingeniería genética lo hace más predecible y preciso.  


Se refirió, en seguida, al impacto de los vegetales genéticamente modificados en el medio ambiente, e hizo presente que cualquier variedad que se introduzca en un predio agrícola modificará el ecosistema; previno que en esta hipótesis, el tipo de fenómenos en mención no es exclusivo de los vegetales modificados con ingeniería genética, puesto que siempre que se introduce una especie que no es nativa, habrá una modificación de aquél.  


Destacó que la generación de esta ley es algo tardía porque en Chile se han realizado cultivos transgénicos en los últimos cinco o seis años, o más, y durante el mismo lapso se consumen transgénicos.  En Estados Unidos, la experiencia data de diez años, por lo menos, y son millones las personas que los han hecho; también, agregó, se cifran en millones las hectáreas cultivadas con transgénicos, y a la fecha, con los métodos y procedimientos que se han usado, no existe ningún reporte oficial de algún efecto tóxico desde el punto de vista de salud o ambiental.  Estimó que, no obstante la tardanza, la regulación abre la posibilidad de desarrollar un marco legislativo que realmente tome en cuenta la experiencia práctica, pues los países que desarrollaron leyes de esta clase hace cinco o diez años atrás, lo hicieron sobre una base teórica, anticipando lo que podría pasar, y al observar estas normas se concluye, en muchos casos, que constituyen regulaciones excesivas. Hoy, aseveró, existe la oportunidad de ser líderes en la fijación de un marco regulador liviano, que realmente estimule al inversionista interesado en desarrollar transgénicos o semillas transgénicas, o bien, en expandir aquella industria.  Bajo este criterio, observó, es de alto interés una normativa que no implique un peso para los productores y, en último término, para quienes los comercializan.


El Doctor Valenzuela corroboró que Chile tiene la oportunidad de ejercer una función de líder; a este respecto, evocó la multiplicidad de planes para transitar desde una economía de productos naturales a una del conocimiento, contexto en el cual la biotecnología es esencial.  Insistió en que lo que se haga en  la agricultura y en los vegetales tendrá mucha incidencia en lo que ocurre con las bacterias, los medicamentos y la actividad farmacéutica biotecnológica; acorde con esta oportunidad, señaló, la ley debe ser coherente y racional.


La Doctora Méndez observó dos aspectos específicos de la normativa propuesta: por un lado, los referidos a la protección del medio ambiente y la biodiversidad, y por el otro, la protección de la salud humana, vegetal y animal.  En este contexto, señaló, se regula la manipulación y el cultivo de los organismos y la comercialización de los vegetales genéticamente modificados, además de las actividades que apoyan a aquéllas, es decir, transporte, distribución, importación y exportación.  Clarificó que estas actividades admiten dos formas de ejecución: una, en un sistema cerrado, esto es, el uso confinado que, de acuerdo con la definición legal, cuenta con  todas las medidas para proteger  la salud, humana, animal y vegetal, y para proteger el medio ambiente y la biodiversidad.  El segundo nivel, advirtió, consiste en la realización de estas actividades en forma abierta,  ya que el cultivo se puede hacer tanto en un invernadero o en forma abierta.  


Contrapuso lo anterior con la comercialización que, desde luego, será siempre en régimen abierto.  Como está estructurada la normativa, expresó, establece requisitos para estos distintos niveles: uso confinado y uso abierto.  El primer comentario, explicó, es que la definición misma de uso confinado en la ley, de hecho, garantiza la protección de la salud humana, vegetal y animal, así como la del medio ambiente y de la biodiversidad.  Planteó que la Moción manda que se practique una notificación a la autoridad si se tienen actividades de uso confinado con vegetales genéticamente modificados.  Consideró  innecesaria esta exigencia porque hay una variedad de laboratorios, empresas, industrias, universidades, no sólo en Chile sino que en todo el mundo que trabajan también con bacterias, virus, células, esto es, con organismos altamente patógenos sin que se les imponga notificar a ninguna autoridad o institución.  Lo anterior, señaló, redundará en burocracia excesiva.  Lo único que se necesita, advirtió, es que la normativa exija, al igual que en todas partes, que si se trabaja con cualquier organismo genéticamente modificado, se sigan las normas del Manual de Bioseguridad, de la Comisión Nacional de Ciencia y Tecnología, Conicyt, o las establecidas en Europa que son estándar, y en Estados Unidos las del National Institute of Health, NIH.


Explicó que las normas de bioseguridad existentes definen cuatro categorías, de las cuales la menos exigente presupone que se trabaje con una planta o una bacteria totalmente inocua y que el material genético integrado desde otro organismo sea igualmente inocuo, caso en el cual bastará una superficie limpia, con ciertas condiciones de higiene básicas, siendo posible usar el agua del laboratorio; a medida que aumentan las complicaciones o se hace menos seguro el organismo con el cual se trabaja, el nivel de cierre aumenta en función del gen que se integra, hasta llegar, cuando se trabaja con virus o bacterias patógenos, a recintos cerrados, compresión negativa, condiciones de aire, de vestimenta, es decir, reglas rigurosamente establecidas.


El Honorable Senador señor Allamand preguntó cuál es la fuente de esas normas de bioseguridad, si no se encuentran en la legislación chilena.


La Doctora Méndez respondió que, en general, en lo que atañe a transgénicos en Chile, dicha norma es la de NIH.


El Doctor Valenzuela estimó, por su parte, que  los investigadores universitarios usan la normativa Conicyt, pero lo cierto es que nada podría obligarlos a usarla.


El Honorable Senador señor Espina consultó por qué sería necesario adoptar medidas de bioseguridad en el caso de los vegetales genéticamente modificados, si tanto la información que  proporciona la Fundación Ciencia para la Vida como las investigaciones de reputados científicos son coincidentes en que no existe ningún antecedente serio que demuestre daños de dicha especie. 


El Doctor Valenzuela manifestó que el temor se circunscribe a algunas personas que tienen mucha vocería, pero sin fundamento real y, por eso mismo, propone que no se alimente aquel temor con regulaciones a la actividad confinada.  Instó a ser coherentes ya que se impone una serie de regulaciones al trabajo en planta y las mismas no existen cuando se opera con bacterias y virus, como el Hanta.  Señaló que se requiere ajustarse al sentido común prevaleciente en el mundo.


El Honorable Senador señor Allamand concordó en la importancia de resolver el punto, y solicitó a los especialistas que sugirieran cuál sería el marco normativo de referencia que sería menester aplicar.

El Honorable Senador señor Kuschel expuso que representa a la zona de ruralidad más alta de Chile, casi un 35% de la población, porcentaje importante de los cuales son pequeños productores, hecho que le anima a consultar, si esto es aplicable, y en qué medida, a ciertos cultivos intensivos, como la horticultura o la fruticultura, que signifiquen una ventaja comparativa respecto de Argentina, así como que se relate qué experiencias traumáticas han ocurrido con esto, cuál ha sido la solución, o si no las ha habido en el mundo. Asimismo, respecto de las experiencias particularmente exitosas, cuáles se podrían trasladar rápidamente a Chile.  Se interesó, asimismo, por saber si sería posible, en este marco, una especie de transferencia tecnológica.  Instó a una mayor difusión entre los productores medianos y pequeños, ya que para estas unidades, por el potencial instalado en materia de energía, podría ser provechoso.

El Doctor Prieto indicó que si bien comparte la opinión de los personeros de Fundación Ciencia para la Vida, el ánimo estricto de esta parte de la Moción apunta a establecer en la ley el marco que en la actualidad rige, ya que sí existe únicamente un precepto ético, quien quiera causar daño, técnica o científicamente, puede hacerlo.  Detalló que cuando se postula a un proyecto, se acepta regirse por las normas de bioseguridad de Conicyt, y eso es lo que plasma el texto en debate, que recoge muchas normas de bioseguridad que permiten trabajar tanto en bacterias como en vegetales o microorganismos. Agregó que todo proyecto aprobado por Conicyt explicita la adhesión al cumplimiento de esas normas, con el respaldo de la Comisión de Bioética de la institución a la que pertenece el investigador.


El Doctor Valenzuela refutó la opinión precedente y señaló que la norma establece el deber de notificar, sin especificar que los procedimientos deban adecuarse a un Manual de Bioseguridad.  El régimen de Conicyt, explicó, sólo afecta a quienes presentan proyectos, y son muchas las personas que hacen investigación sin adecuarse a esa regulación.  En Estados Unidos, en cambio, sólo deben seguir los procedimientos del NIH quienes reciben financiamiento del gobierno; el resto queda libre.  Insistió: en que la Moción exige toda una descripción y bastaría con una referencia.    


La Doctora Méndez en relación con el cultivo que introduce al medio ambiente vegetales genéticamente modificados, hizo tres observaciones. Con la primera, reiteró que Chile hace cultivos de vegetales genéticamente modificados, al generar semillas transgénicas; en consecuencia, detalló, existe una experiencia importante y el Servicio Agrícola y Ganadero, ha trabajado con los productores otorgándoles permisos, haciendo las evaluaciones de riesgo, entonces le parece positivo que aquella experiencia práctica esté incorporada sin que se invente otro sistema totalmente distinto o paralelo, dado que el existente funciona y aparentemente por el feedback de lo observado y de experiencias directas, lo hace relativamente bien, pues los permisos se otorgan en los tiempos adecuados.


Prosiguió con su segunda observación, también orientada a reducir el peso que recae sobre los productores y cultivadores: la proposición, dijo, es tomarlos en conjunto, por tratarse de un continuum;  la idea es que se solicite un permiso, lógicamente, la primera vez porque se requiere una evaluación seria de riesgo, beneficio y costo, posibles consecuencias para el ambiente, el entorno, entre otros factores, pero si en una segunda oportunidad, el cultivador va a hacer exactamente lo mismo, basta con requerir una notificación, excepto, desde luego, si se introducen cambios, sea en la región, en el número de hectáreas o en el vegetal genéticamente modificado.


Persistiendo en el concepto de simplificación,  observó un tercer aspecto: las personas que han obtenido anteriormente permiso del SAG para cultivos destinados a generar semillas transgénicas, deberían tener una suerte de gran fathering, es decir, que se les considere en la categoría de notificación porque sus peticiones ya se han evaluado.


Ante una consulta del Honorable Senador señor Allamand, el señor Galilea especificó que se requiere, en cada oportunidad, solicitar la autorización, y se es particularmente restrictivo cuando se trata en la introducción al medio ambiente con fines de comercialización porque se entiende que la producción  va a salir del ámbito del predio en que se trate, y será objeto de transporte y almacenamiento.

Precisó, ante la interrogante de la Doctora Méndez, que se trata de una sola autorización para cultivar y comercializar.


La Doctora Méndez preguntó, asimismo, si a quien adquiere un vegetal genéticamente modificado de otra persona que lo ha cultivado, se le aplica la exigencia de obtener, además del permiso de cultivo, una autorización con arreglo al Código Sanitario y al Reglamento Sanitario de Alimentos.


El señor Galilea especificó que mientras se trate de liberar vegetales genéticamente modificados al medio ambiente con fines de comercialización es inamovible pedir una autorización, pero naturalmente si ese producto se traspasa, después, a un comercializador, éste seguirá contando con la autorización concedida, pues esto es armónico con las normas de identificación y etiquetado.  En otras palabras, complementó, se trata de que en toda la cadena de comercialización  se tenga siempre certeza de estar ante un organismo genéticamente modificado.


El Doctor Valenzuela estimó que la situación no es clara porque aquella norma significaría que cualquier establecimiento que venda frutos de un color especial, porque están genéticamente modificados, quedará sometido a dicha exigencia burocrática.  Aclaró que no se trata de semillas sino de verduras, frutas y de toda clase de productos, por lo que resulta difícil  distinguir el titular, pues la norma lo define como tal hasta que comercializa el producto, sin perjuicio, de que el mismo puede pasar por varias manos, antes de llegar al consumidor.  Estimó que si todos esos sucesores deben notificar el asunto se complica.  


La Doctora Méndez complementó  diciendo que se asume que es titular quien propone realizar cualquiera de estas actividades; de allí pues su  pregunta de si trata de permisos distintos.  Estimó interesante lo que hace la FDA: una vez que se autoriza un vegetal genéticamente modificado, por ejemplo, soja transgénica con tal proteína, el mismo queda incorporado en una lista de productos autorizados sin que sea necesario pedirla nuevamente si manipula el producto, si lo comercializa o si lo usa como alimento.  Concordó en que procede una distinción entre el que cultiva y el que lo distribuye o lo comercializa.


El Honorable Senador señor Allamand planteó que quien cultive podría  incorporar su producto a una especie de shopping list, y que después los sucesores aprovechen la autorización.


La Doctora Méndez coincidió con Su Señoría y agregó que en lo que se refiere al etiquetado, expuso que no se justifica etiquetar un producto por el hecho de ser genéticamente modificado y sólo habría que hacerlo si tuviera un contenido nutricional notablemente distinto al producto convencional.  

Finalizó con una referencia a las zonas protegidas y las zonas de restricción; también le parece inapropiado señalar a los vegetales genéticamente modificados como los únicos que deberían restringirse en esa zona.  Declaró que si se define un bosque nativo como tal, se debería prohibir introducir no sólo vegetales genéticamente modificados sino también un eucalipto o un álamo  ya que otra especie no nativa lo afectarán mucho más que un individuo parecido a otro árbol nativo.  Previno que al actuar así se libera de la estigmatización a este tipo de vegetales y se lo pone en la situación general, pues ante una especie nativa bajo estatuto de protección, a la que se quiere preservar, es tan complicado introducir un vegetal modificado que sea parecido como una variedad nueva no genéticamente modificada que sea similar, porque habrá la misma posibilidad de contaminación cruzada.


El Doctor Valenzuela hizo una referencia a la papa de Chiloé, punto en el que -aseveró- todos los ambientalistas coinciden en que es más peligrosa, para la biodiversidad, la papa asilvestrada extranjera que hoy día crece en Chile, que un tubérculo genéticamente modificado.  Destacó, asimismo, que para la frutilla blanca de Chiloé el problema grave no es la genéticamente modificada sino la que se cultiva en todo Chile, la ananasa.

El señor Galilea, respecto del etiquetado y de las zonas protegidas o de restricción, aseveró que la norma se explica  por una razón de realismo político: la evidencia de que en el debate un sector propiciará un enfoque más restrictivo; desde ya, advirtió hay quienes postulan  que aun la más mínima manipulación de  un producto amerite su etiquetado, y precisamente por esto hay, a lo menos, cinco mociones actualmente en trámite legislativo.  Por esta razón, la norma plantea que el etiquetado sólo sea exigible cuando tiene una diferencia sustancial con el homólogo convencional.  


En relación con las áreas silvestres protegidas o las zonas de restricción, comparte la opinión del Doctor Valenzuela, pero también hay un asunto de realismo político porque se empeñarán  esfuerzos  para  limitar al máximo la expansión del uso de vegetales genéticamente modificados. 


Concluyó diciendo que se pensó hacer un proyecto cuya amplitud fuese mayor, que normara a los organismos genéticamente modificados en su conjunto, y probablemente habría sido deseable hacerlo así, pero lo anterior implicaba transitar por un laberinto más difícil, y fue una consideración práctica, orientada a obtener la aprobación del proyecto, la que lo restringió a los vegetales genéticamente modificados.  Por lo menos, complementó, esta vía posibilita dar un paso en la dirección de aprovechar esta tecnología, sobre todo en el ámbito de la agricultura.


A continuación, don Reinaldo Ruiz, Director de la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias, ODEPA, expuso que el hecho de que el  Ejecutivo haya formulado algunas observaciones, no obsta a que valore, en general, la iniciativa y que parezca positiva la oportunidad de discutir esta materia en el país.  Refirió que, afortunadamente, Chile es un país diverso y el Congreso Nacional refleja todas las sensibilidades y será el lugar en que  se arbitre el consenso para una ley que regule esta actividad.  


Mencionó que alguna de las observaciones expuestas por la señora Subsecretaria serán probablemente recogidas en el debate parlamentario, así como se incorporarán ideas provenientes de otros estamentos de la sociedad.  Estimó que todas las opiniones tienen validez sin que se pueda descartar ninguna de ellas, a priori.  Hizo notar que la Moción parlamentaria contiene, en sus antecedentes, datos de países que usan cultivos genéticamente modificados: 50 millones de hectáreas en Estados Unidos, 17,1 millones en Argentina y 9,4 millones en Brasil, pero se advierte que faltan los países europeos, y cabe suponer que por alguna razón éstos se abstienen de incorporar cultivos transgénicos.


Enfatizó la importancia de mirar la realidad de distintos países del mundo e inquirir porqué la Unión Europea es tan exigente respecto de este tipo de cultivos; asimismo, porqué otros países han declarado, casi como una cuestión social, que no quieren tener en su territorio productos transgénicos, como Nueva Zelanda, gran exportador de productos alimenticios en el mundo, lo que lleva a reflexionar que no recurrir a cultivos transgénicos no constituye un impedimento para que los países se sigan desarrollando.

Indicó que su preocupación apunta a que este proyecto debería recoger, también, la diversidad de Chile. Hizo notar que en el imaginario colectivo, se comparta o no, está presente la idea de que al país, por alguna razón, no le conviene tener transgénicos.  


Caracterizó el estado de la agricultura como un proceso de desarrollo que privilegia la calidad por sobre la cantidad, y si bien se enfatiza la aspiración de ser una potencia alimentaria, lo anterior no connota una competencia con los productores argentinos ni con los brasileños, en términos de cantidad, pero sí en los de calidad, y en este contexto los productos libres de manipulación genética tienen un valor creciente en los mercados internacionales porque los consumidores presentan una actitud más bien positiva y favorable hacia este tipo de conductas.  

Agregó que la preocupación del Ejecutivo incide en asegurar la coexistencia en Chile de diversos tipos de agricultura, puesto que hay personas que han optado por los cultivos orgánicos, y el Estado debe garantizar, también, el derecho de los productores que han escogido aquel camino, y si bien es cierto que resulta posible definir áreas donde operen criterios de restricción, el concepto de una legislación líder -término que en la especie parecería ser sinónimo de dos líneas en una legislación- implica que se deben cuidar los intereses de distintas personas, organizaciones y comunidades.


El Honorable Senador señor Allamand pidió que el señor Valenzuela desarrolle, con énfasis particular, los requisitos necesarios para que Chile ejerza un liderazgo potente.

El Doctor Valenzuela insistió que Chile requiere tener una legislación liviana, verdadera y basada en conceptos científicos, no sustentada en el miedo de gente que puede argumentar en contrario.  Entiende, aclaró, lo difícil que será aprobar esta iniciativa que suscitará posiciones encontradas.  Precisó que Nueva Zelanda no ha renegado jamás de la ingeniería genética, y es un país que produce frutas y otros productos semejantes a los chilenos, en cuyos laboratorios se trabaja en ingeniería genética. Afirmó que en este momento no son sustentables los argumentos en contra de la ingeniería genética que invocan que la misma sea un problema para la salud o el medio ambiente.  

Aclaró que su postulado de una legislación liviana se sustenta en que desde hace seis años se desarrollan semillas transgénicas sin que con ello se haya afectado la agricultura orgánica, como lo comprueba que nadie lo haya impugnado.  Refiriéndose a los cultivos orgánicos, comparte que se trata de un nicho especial que, sin embargo, no  va a solucionar los problemas alimenticios del mundo, y la experiencia demuestra que es posible, en forma perfecta, la coexistencia.

El Honorable Senador señor Kuschel recordó que en la Comisión de Ciencia y Tecnología de la Cámara de Diputados,  a propósito de internet y la inscripción de sitios, hubo ocasión de percibir los riesgos de la sobre regulación y los efectos que ello podía traer en el avance de aquel sector.  Aconsejó prevenir los daños irreversibles que una sobre regulación podría originar y reiteró su interés en que la pequeña y mediana agricultura, especialmente, tengan acceso rápido y simple a las autorizaciones.  


El Honorable Senador señor Espina planteó, en primer término su convicción de que este proyecto generará polémica sobre la base, a su parecer, de una serie de mitos que lamentablemente existen. Asimismo, en segundo término, hizo notar que será un punto esencial en la decisión final, las ventajas objetivas que tiene para la ciudadanía el que se permita en Chile no sólo obtener semillas sino que producir y comercializar productos transgénicos chilenos. 


Al respecto, el señor Director de ODEPA hizo presente que el Ejecutivo habían contraído el compromiso de presentar algunos antecedentes sobre los beneficios que los cultivos genéticamente modificados podrían aportar tanto en lo que se refiere a rendimientos, como en lo que concierne a la disminución de los costos de producción.  Señaló que, a la fecha, se han hecho algunas investigaciones y  estudios respecto de cultivos de maíz hechos con transgénicos y convencionales, cuyos datos no se estiman plenamente convincentes. 


Por su parte, en representación de Fundación Sociedades Sustentables, la Coordinadora de Biodiversidad, Bióloga y Ph.D. en Zoología, señora María Isabel Manzur expuso que, desde su punto de vista, los organismos transgénicos son un paquete tecnológico que se ha creado por razones comerciales sin que beneficien, en realidad, a los consumidores; afirmó que su origen se vincula al hecho de que las empresas productoras de pesticidas han creado plantas transgénicas resistentes a sus propios herbicidas y a los insectos.  Explicó que la oferta del paquete tecnológico incluye: semillas transgénicas patentadas, a mayor precio; el herbicida producido por la misma empresa y los contratos que compelen a los agricultores a comprar, año tras año, semillas, prohibiéndoles resembrar aquéllas con multas  que ha derivado en la quiebra de muchos de ellos.  


Si bien reconoció que los organismos transgénicos están diseñados para resistir herbicidas y plagas, descartó que sean aptos para rendir más. Recordó que hay estudios referidos a la soja transgénica RR, que demuestran que ésta rinde igual o menos que las semillas convencionales sin que tampoco redunde necesariamente en un beneficio económico mayor para los agricultores; citó entre los estudios a que alude, respectivamente, el de Benbrook y el de la Comisión Económica para América Latina. Insistió en que el único beneficio probado es el control de malezas con más herbicidas y, en ciertos casos, alguna reducción en el uso de insecticidas. 


Señaló que el impacto al medio ambiente se relaciona con la contaminación por polen cuyos efectos son irreversibles, pues, aquél es llevado a grandes distancias por el viento y las abejas. En consecuencia, previno, un cultivo contaminado se reproduce y se disemina, lo que implica que la erradicación de las plantas transgénicas sea en extremo difícil, dada la imposibilidad de diferenciarlas de las convencionales.  


Respecto del aumento en el uso de herbicidas, detalló que investigaciones realizadas en Estados Unidos durante ocho años, con base en datos del Departamento de Agricultura en lo que atañe a soja, maíz y algodón genéticamente modificados, establecen un aumento en el uso de glifosato, al compararlos con los cultivos convencionales, ascendente a  31,6 millones de kilogramos en soja genéticamente modificada, debido a la aparición de malezas resistentes al herbicida.  Calificó de falaz la afirmación de que con esta clase de cultivos se reduzca el uso de pesticidas, aunque si se advierte una cierta disminución en el uso de insecticidas en un volumen de 8,82 millones de kilogramos, conforme a los datos registrados por Benbrook.  Agregó que en Argentina se ha comprobado que, tratándose de soja genéticamente modificada, se usa más del doble de herbicida que en la leguminosa convencional, esto es, 150 millones de litros en 2003, una cifra comparable con los 13,9 millones de litros utilizados en 1997. 

Abordó a continuación la contaminación mundial de cultivos, sobre cuyo particular, destacó que un informe de Greenpeace, de 2006, revela 113 casos, en 39 países, lo que constituye una expansión considerable de esta especie de contaminación, con la consiguiente dificultad para su control y la segregación adecuada de las variedades convencionales de las transgénicas.  Realzó el incremento de costos debido a las operaciones de separación para franquear el acceso de los cultivos no transgénicos a mercados de exportación, en hipótesis de coexistencia de los dos sistemas. 


Enunció que la multiplicidad de ejemplos de contaminación impide examinarlos en forma particular, motivo por el cual deja a la Comisión la información recopilada.  Se refirió, sin embargo, a algunos casos relevantes. En primer término, a la contaminación del maíz originario, en México, en función de informaciones recopiladas, en 2001, por el estudio “Nature”, de Quist y Chapela, y por el gobierno de dicho país, las que establecen la detección de evidencias de contaminación en maíz originario en sectores alejados de nueve estados, cuya fuente sería maíz transgénico para grano desde Estados Unidos, y que ha dado lugar a deformaciones serias de maíces que, dado el carácter de centro de origen de dichas variedades, representan una amenaza cierta a la biodiversidad agrícola.


También, se refirió al maíz transgénico Starlink, resistente a insectos, aprobado sólo para consumo animal en Estados Unidos, pero que entró a la cadena de consumo humano, en septiembre de 2000, época en la que fue detectado en tortillas de maíz, lo cual originó un retiro masivo, con pérdidas ingentes para los supermercados, las firmas de alimentos y agricultores, así como para las exportaciones del grano convencional. Aunque el gobierno estadounidense prohibió dicha semilla, aseveró que en 2003 aún se encontraba maíz Starlink en los cargamentos de maíz convencional desde Estados Unidos a Japón.  Aventis, la firma que había desarrollado esta variedad, hubo de cancelar 500 millones de dólares a los agricultores por pérdida de cosechas debido a contaminación y cierre de mercados. 

Asimismo, se refirió al caso del maíz BT 10 que produce la firma Syngenta, la que también ha desarrollado la variedad permitida BT 11. En 2005, relató, fue descubierto que en el cuadrienio precedente, aquella firma había producido y distribuido cientos de toneladas de maíz BT 10, que no está aprobado, como si fuera BT11.  Consecuencia de lo anterior, explicó, fue que las cosechas de maíz de Estados Unidos resultaron contaminadas con BT 10; evento que causó un rechazo masivo de cargamentos de ese cultivo contaminado, a la Unión Europea y Japón, nación ésta que hizo exigible la certificación de que los cargamentos se encontraban libres de BT 10.

En el mismo patrón de eventos, trató el caso del  arroz Liberty Link y refirió que, en agosto de 2006, se encontró grano largo producido en Estados Unidos, contaminado con el transgénico Liberty Link 601 resistente a herbicidas, de Bayer Crop, el cual no cuenta con aprobación para el consumo humano.  Indicó que aparentemente unos años antes, entre 1998 y 2001, se llevaron a cabo pruebas de campo en las que resultaron contaminados los cultivos de arroz convencional, lo que afectó las exportaciones a Japón, a nueve países de la Unión Europea, además de Costa Rica, Nicaragua y México.  En definitiva tanto las autoridades japonesas como las europeas rechazaron cargamentos y la Europa comunitaria exigió un certificado de libre de contaminación a todos los cargamentos de la gramínea provenientes de Estados Unidos.  En términos de volumen, la restricción afectó al 47% de las exportaciones de arroz de aquel país y marcó la peor crisis de dicho mercado.

Enfatizó que el uso de cultivos transgénicos involucra costos para el sector agrícola, cuando se trata de promover la coexistencia.  Reseñó que, obviamente, Bayer fue demandada por los agricultores que sufrieron los perjuicios derivados del cierre de mercado y la baja de precios. Insistió que cuando se produce un evento de contaminación, aunque sea pequeño, resulta muy difícil su erradicación, y citó como demostración de lo dicho que el maíz Starlink se prohibió en 2000 y todavía tres años después se seguía encontrando en Japón trazas de aquél en los cargamentos.


Extendió su enfoque a las fallas tecnológicas como causa de eventos problemáticos asociados a cultivos transgénicos. Al  refutar las profusas ventajas que a dichos cultivos se les atribuyen en el caso de las economías en desarrollo, argumentó que el estado indio de Andhra Pradesh, conocido como capital de la semilla, tras haber comprado algodón transgénico a Monsanto, le prohibió a ésta comercializar la semilla de algodón BT y realizar pruebas de campo.  La decisión se explica, dijo, porque el algodón resistente a pestes no combate la plaga y pese al alto precio que pagaron los agricultores, las cosechas no produjeron los rendimientos prometidos.  Expuso que las semillas se venden al agricultor entre 1.600 y 1.700 rupias comparado con las 350 a 450 rupias que es el precio de las semillas hibridas normales.  Monsanto, aseveró, se ha negado a compensar a los agricultores afectados.


Destacó que en Chile existe poca investigación sobre los impactos de los transgénicos en razón de no haber estudios de campo, aunque sí se sabe de una contaminación de la miel en la Séptima Región, a consecuencia del polen transgénico; también se tiene noticia de un caso de semilla de soja de Estados Unidos contaminada en 2000 con soja transgénica, enviado a la North Dakota State University, y en 2005 Greenpeace denunció que las semillas convencionales comercializadas en el mercado nacional presentaban contaminación con maíz de Syngenta y de Monsanto, siendo de importancia que se legisle sobre esta clase de eventos.  


Estimó que en nuestro país se liberan unos dieciocho tipos de transgénicos, especialmente maíz, el que representa el 95% del volumen total, pero hay muchos otros cultivos, generalmente, pruebas de campo, en casi todas las regiones del país, con las señaladas excepciones de la Segunda, la Undécima y la Duodécima.  Mencionó la alta posibilidad de contaminación de las variedades originales de maíz nativo, lo cual confiere actualidad indudable a la cuestión de qué hacer con los transgénicos en Chile.  


Fundación Sociedades Sustentables explicó, piensa que la regulación es un asunto prioritario para la agricultura chilena, pues ésta exporta productos de alta calidad a mercados exigentes, cuyos consumidores han sido notoriamente sensibles al rechazo de los cultivos transgénicos, cuando se han detectado cargamentos contaminantes. Infirió que esta situación desplaza la pregunta general a una cuestión específica: ¿cómo evitar la contaminación?  Describió la situación prevaleciente como una fuerte exigencia de fiscalización aunada a una reducida capacidad técnica, tal como lo reconoció la Comisión de Biotecnología, con cultivos diseminados en el país y un desconocimiento de los sitios de siembra; lo anterior, puntualizó, hace difícil garantizar productos libres de transgenia, con lo cual se pone en riesgo el desarrollo y, desde luego, el acceso a mercados de productos convencionales y orgánicos.  Refirió que se trata de un problema sobre el cual se ha dialogado en forma permanente con la Asociación Nacional de Productores de Semillas y se requiere un avance expedito para asegurar la debida certificación de productos libres de transgénicos.


A continuación, analizó el contenido de la iniciativa en estudio por esta Comisión.  Sobre el particular, señaló que el proyecto de ley promueve el cultivo y la comercialización nacional de vegetales genéticamente modificados, a la vez que  fomenta la expansión de éstos en Chile.  Admitió que es útil la idea de legislar, pero lo anterior no obsta a prevenir que la Moción no procura aumentar la capacidad técnica y de fiscalización.  Agregó que, por lo mismo, no responde a las necesidades de Chile.


Expuso que varios grupos productivos, como los productores de agricultura orgánica, salmones, frutas, vinos, leche, semillas convencionales y apicultores, comparten aquel enfoque, puesto que serían perjudicados con la expansión de los transgénicos, debido a que hay posibilidades de contaminación y los agricultores desconocen dónde están los cultivos de esa clase, lo que torna imposible aplicar medidas de resguardo que eviten aquélla, especialmente en el caso de los agricultores orgánicos por hallarse sujetos a exigencias de certificación.  


Estimó que se advierten errores en el proyecto y caracterizó de falaz el presupuesto de que la ingeniería genética es lo mismo que el mejoramiento convencional.  Reiteró que aquello no es así, como tampoco lo es que reduzca el uso de pesticidas.  Igualmente descartó las afirmaciones de que esta clase de cultivos rindan más o que no impliquen riesgos para el medio ambiente o la salud humana. Expuso que el proyecto no merece confianza en lo que se refiere a que pueda asegurar el desarrollo de una agricultura orgánica y convencional libre de transgénicos.  Adujo que no regula los cultivos peligrosos o insuficientemente evaluados como los cultivos farmacéuticos que en Chile se están liberando, las semillas Terminator y los árboles transgénicos que la Convención sobre Diversidad Biológica recomienda que no se siembren por la falta de conocimiento suficiente de los riesgos asociados.  


En este orden de apreciaciones, estimó que la iniciativa en informe no considera en grado suficiente los derechos de los consumidores porque sólo se refiere al etiquetado cuando son sustancialmente equivalentes; abogó por la rotulación de todos los alimentos transgénicos, fundada en el derecho a saber, y no porque sean más o menos inocuos que otros para la salud.  


Expresó, en consecuencia, su rechazo al proyecto y consideró indispensable profundizar el estudio de lo que ha pasado con Liberty Link, Starlink y demás agentes que han determinado eventos de contaminación.  Requirió de los Honorables señores Senadores que apoyen la ratificación del Protocolo de Bioseguridad, y la aprobación de proyectos de ley sobre etiquetado de alimentos transgénicos y los que permiten la creación de zonas libres de transgénicos, que se encuentran en segundo trámite constitucional en esta Corporación, además de la iniciativa que sujeta a estudios de impacto ambiental los proyectos o actividades que importen la liberación de transgénicos al medio ambiente.  Manifestó que este hecho da idea de la divergencia de planteamientos, materializada en proposiciones de regulación distintas a las que sustentan los autores de esta Moción.   


Indicó que se enfrenta el riesgo de una expansión, a gran escala, de semillas y alimentos transgénicos, con una eventual pérdida de control de la contaminación lo que posibilita un proceso irreversible.  Se refirió, también, al aumento de costos que deberá soportar la producción agrícola convencional, debido a las necesidades crecientes de segregación, así como la identificación de los cargamentos y la obtención de los certificados libre de transgenia. Asimismo, observó, los costos de los productores de agricultura transgénica también muestran una tendencia al alza, asociada a diversos hechos: mayor costo de la semilla genéticamente modificada; aumento del uso de herbicidas; cumplimiento de las medidas de bioseguridad; aparición de nuevas malezas; multas que gravan a los agricultores por uso indebido de propiedad intelectual, en caso de resembrar; ausencia de seguros y gravámenes pecuniarios que trae consigo la erradicación de los procesos contaminantes. 

Destacó que los beneficios económicos de dicha expansión a gran escala, son inciertos para los agricultores puesto que las semillas transgénicas no impiden la posibilidad de una falla tecnológica.  Indicó que tampoco cabe desentenderse del riesgo de pérdida de mercados convencionales por contener transgénicos no permitidos, daño susceptible de extenderse a exportaciones de otros rubros, pues los países recibidores refuerzan los dispositivos de control, sin olvidar la contingencia de pérdida de mercados orgánicos y de alta calidad y las dificultades en la conservación de la denominación de origen.


Se refirió, finalmente, a los elementos que estima clave de una ley de bioseguridad que se funde en la observancia del Protocolo de Cartagena: el principio de precaución, en cuya virtud, siempre que  haya peligro de un daño grave e irreversible, la falta de certeza científica absoluta no deberá ser utilizada como una razón para postergar la adopción de medidas eficaces; el deber de resguardo del patrimonio ambiental con miras a evitar la contaminación de cultivos, flora silvestre y centros de origen; el resguardo de los mercados de exportación y la garantía de productos libres de transgenia -convencionales y orgánicos-, y la participación publica de toda la información y decisiones sobre organismos genéticamente modificados, acompañada del establecimiento de un registro publico de los sitios con transgénicos.

Junto con lo anterior, propuso el etiquetado obligatorio de todos los alimentos transgénicos por respeto al derecho de los consumidores a conocer lo que consumen: la prevención y evaluación de riesgos, mediante la exigencia de un estudio de impacto ambiental para la liberación de transgénicos, así como el ordenamiento territorial y la existencia de zonas libres; el fortalecimiento de la obligación legal de responder y compensar los daños derivados del uso de organismos genéticamente modificados; la tutela del desarrollo de la agricultura orgánica y convencional, de acuerdo con el derecho constitucional a desarrollar una actividad económica, y la prohibición de los árboles transgénicos, las semillas Terminator y los resguardos frente a los cultivos farmacéuticos, por su peligrosidad.

El Honorable Senador señor Coloma recordó que hace diez años se planteaba en la Cámara de Diputados que era preciso una investigación mayor para saber si los transgénicos causaban un efecto nocivo a la salud humana, y en consideración al lapso transcurrido, consulta si es posible seguir afirmándolo, teniendo presente que la discusión actualmente se centra en consideraciones de prudencia, mercado y de orden público, esto es, en aspectos que involucran toma de decisiones.  Asimismo, preguntó, en el caso de que no hubiera una incidencia efectiva de los transgénicos en la salud de las personas, y bajo el supuesto de que existe capacidad técnica de separar el cultivo transgénico del resto, si sería aceptable esta clase de cultivos. 


La Doctora Manzur, en referencia a los impactos en la salud humana, ratificó que todavía existe poca información, dado que parte importante de ésta no es independiente ya que son las propias empresas operadoras quienes producen aquélla.  Ahondó su respuesta con la distinción de tres tipos de riesgos que resultan de la información disponible: el primero, concierne a alergias; el segundo a la resistencia de los antibióticos y, por último, el consistente en los efectos tóxicos impredecibles.  De éstas, la alergia ya fue demostrada por un estudio en que se le puso gen de nuez del Brasil a una soja, y las personas sensibles a aquel fruto, al sometérselas a las pruebas correspondientes, hicieron alergia.  

Precisó que también se desconocen los riesgos a largo plazo y en este sentido Sociedades Sustentables adopta el principio precautorio de etiquetar, premisa para hacer seguimiento, ante la inexistencia de estudios que permitan confrontar a una población que no consume transgénicos versus otra que sí lo hace, para medir las diferencias en términos de alergias u otros efectos nocivos para la salud humana.  Enfatizó que aunque no disponen de estudios de esa clase, sí hay sospechas fundadas en casos de personas que respiran polen transgénico viviendo cerca de los cultivos BT que han tenido alergias porque éste es de un efecto alergénico alto, por ser tóxico.

En relación con la coexistencia agrícola, señaló que le parecería ideal que se pudiera realizar, pero observa que el polen transgénico viaja a mucha distancia y su control es difícil.  En consideración a lo expuesto, ratificó que el punto de vista de la fundación es que Chile sea un país libre de transgénicos o que haya, al menos, zonas libres bien delimitadas.


El Honorable Senador señor Espina solicitó la entrega de la información sobre los casos de alergia aludidos, para su debida evaluación. Asimismo, señaló que Chile está en el peor de los mundos porque se pueden cultivar semillas transgénicas y exportarlas, a la vez que es posible consumir productos transgénicos sin limitación alguna, y lo único que está vedado es la venta de aquella semilla en el mercado nacional. Reparó, ante la afirmación de que las medidas propuestas en el proyecto son insuficientes, que las actuales lo son aun más.   


En otro orden de hechos, aclaró que el cultivo de vegetales genéticamente modificados, supone la coexistencia de dos tipos de agricultura con las consiguientes medidas de resguardo para que esto ocurra. Mencionó que en el caso del raps, cuya semilla transgénica puede ser producida, todo el efecto al que hace referencia la Doctora Manzur se podría desarrollar en cualquier momento y en una multiplicidad de eventos, lo que revela que es imposible mantener la situación presente y que se requiere su regulación.  


Asimismo, hizo notar que considera grave que se procure desacreditar a quienes controvierten el planteamiento de que el producto transgénico genera daños a la salud humana. Sobre el particular, recordó que los autores de la Moción recopilaron información de veinticuatro científicos distinguidos con el Premio Nobel, quienes postulan  su inocuidad y es difícil considerar que todos ellos tengan una posición interesada al respecto.   Hizo notar que la intervención del Doctor Valenzuela concordó con aquel planteamiento sustentado en el consumo de dichos productos que millones de personas realizan tanto en Estados Unidos como en Chile, sin ningún caso de toxicidad, alergias u otro evento adverso a la salud.  En consecuencia, inquirió si se comparte aquel criterio de descalificación que atribuye a empresas interferencia en el debate científico.  Lo esencial es conocer cómo se controvierte, el fondo del planteamiento fundado en aquella evidencia científica.


La Doctora Manzur expuso que la posición del Doctor Valenzuela, obviamente, la considera respetable, pero es evidente que los científicos en el mundo divergen en sus posiciones, y hay muchos otros que tienen fundado temor a los transgénicos como The Institute for Science in Society, ISIS, que congrega a cientos de especialistas.  La falta de estudios específicos impide extraer conclusiones definitivas, señaló, pues hay aumento de alergias, pero es imposible saber si éstas se deben al consumo alimenticio de soja transgénica.  


Previno que su postura apunta a disponer de investigaciones serias e independientes.  Adelantó que cuenta con información recopilada del impacto de los transgénicos en la salud humana y puntualizó que los estudios independientes no superan la decena en una década.  Lo razonable, comentó, no es afirmar que no exista ningún efecto porque puede haberlo, y a esto se debe que en Estados Unidos se prohíba para algunos el consumo humano, lo que hace indispensable el principio precautorio de etiquetado y la realización de seguimiento.

En relación con la falta de regulación a que alude Su Señoría, destacó que la resolución N°1.523 de 2001, del Servicio Agrícola y Ganadero, norma la internación e introducción al medio ambiente de organismos vegetales vivos modificados de propagación, permitiéndola sólo para multiplicación con fines de  exportación, y en esta situación es obvio que puede haber casos de contaminación, los cuales no estén siendo medidos.  

Finalmente, agregó que existe sólo un estudio del Instituto de Investigaciones Agropecuarias, INIA, financiado por la Fundación para la Innovación Agraria, FIA, cuyas conclusiones no conoce.  Sobre la base de esta realidad, ponderó, es necesario un mayor estudio para saber si las medidas de bioseguridad que ha aplicado el SAG, en relación con las distancias, son eficaces y cómo se debería modificar la regla para una coexistencia efectiva.

A su turno, el Presidente de la Asociación Nacional de Productores de Semillas, Anpros, don Víctor Pinto planteó la importancia de preguntar hacia dónde va el mundo en esta materia.  Señaló que se está en el inicio de una era nueva en la biotecnología, de la cual la bioenergía es, probablemente, su ejemplo más significativo.  Refirió que las plantas serán, en el futuro próximo, fábricas de materias primas y de productos de gran sofisticación química, como medicamentos.  Estimó que la transgenia en debate será menos importante en los alimentos que en función de los cultivos industriales; así, agregó, en la medida en que se perfeccione tanto el conocimiento del genoma y de la constitución de las plantas y los animales como las técnicas de traslado de genes, los intercambios de ellos tenderán, con frecuencia creciente, a producir organismos modificados que sirvan al hombre y a su entorno.  


Anticipó la puesta en acción de técnicas para que, por ejemplo. los organismos modificados no se crucen con los organismos naturales, y explicó que hay un maíz cuyo polen no puede traspasarse a otro, con lo cual se autotermina esa modificación antes de su traslado a otra planta, respetando la biodiversidad, que es uno de los aspectos que preocupan al momento de regular los eventos transgénicos.


Pronosticó un mundo en que técnicas como las señaladas traerán consigo un desarrollo formidable de la agricultura, dado que la biología y sus ciencias afines inducirán en aquéllas una evolución tan grande o mayor que la vivida en internet.  Estimó que se está en el 5% o 10% de ascenso en la era biotecnológica; en consecuencia, afirmó, es primordial entender que el debate no consiste en si se quieren o no los transgénicos; la transgenia y todas las técnicas asociadas a ella, configuran un proceso irreversible. Agregó que ante esta circunstancia, sin duda, Anpros al igual que como, de seguro, la Doctora Manzur, desea la regulación del proceso, motivo por el cual, en lo esencial, la Asociación apoya el inicio de la misma.


Indicó que es necesario ser conscientes de que esto cambiará, día a día, de modo que la cantidad de información disponible y los eventos que será preciso regular, son numerosas; por lo tanto, la ley debe prever, de alguna manera, su modificación periódica o, por lo menos, su adecuación a las nuevas circunstancias, lo que hará indispensable durante un largo período, todavía, que la regulación de los eventos se haga caso a caso.  Manifestó que la posición del sector semillero es de cooperación al perfeccionamiento posible de la ley que se propone en esta ocasión.


El Honorable Senador señor Coloma consultó un asunto técnico jurídico, que consiste en esclarecer si en algún país existe la opción de replantar la misma semilla transgénica comprada o si, por el contrario, es elemento esencial del contrato, esa especie de cautiverio y que se deba pagar una especie de royalty, aspecto que pudo observar en el Parlamento argentino como uno de los problemas graves que se planteaba y que, de alguna manera, se contrapone a la regla de que, una vez comprado un producto, se adquiere el dominio y por tanto se tiene derecho a seguir utilizándolo.


El señor Pinto planteó que el aspecto consultado, la patente de los productos, se relaciona con la propiedad intelectual.  Explicó que al sembrar de nuevo las semillas híbridas se produce una seriación de población, por lo tanto, no afecta, pero sí se hereda el carácter transgénico. Identificó como un caso distinto, el de las especies autógamas, esto es, las especies que se polinizan con ellas mismas, por lo tanto, no se cruzan -o la posibilidad de ocurrencia de dicho evento es mucho menor-, lo que es el caso de la soja argentina.  Reconoció que en este evento, efectivamente si uno siembra de nuevo lo que hace es violar una patente, y en esto hay una historia de mucha entidad.  


El señor Villaseca, asesor de ANPROS, admitió que es cierto lo afirmado por la Doctora Manzur, en el sentido de que las compañías que invierten en esta tecnología han desarrollado mecanismos para proteger la cuantiosa inversión detrás del beneficio que produce al agricultor la implementación de la tecnología.  Consideró justo, entonces, que se compartan los beneficios provenientes de la aplicación de la tecnología, pues el adquirente no tendría posibilidad de acceder a los beneficios de aquélla si no la hubiese comprado, en primer lugar, a quien la desarrolló, en el entendido de que, al sembrarla de nuevo, no está pagando el precio de la semilla propiamente tal, pero está ganando los beneficios derivados del hecho de que esa semilla tenga una tecnología que fue implementada por una persona diferente.  En distintos países, aunque no haya sido posible obtenerlo en Argentina, se ha reconocido, dijo, este derecho, esencialmente por el interés de que se siga invirtiendo en estas nuevas tecnologías, que es el principio fundamental que subyace en cualquier royalty, patente o derecho de propiedad intelectual, y por lo tanto es efectivo que existen mecanismos para inducir a compartir este valor adicional que entrega la tecnología a la semilla.


El Honorable Senador señor Coloma afirmó que será uno de los puntos a resolver con esta norma y expresó que tiene una discrepancia, pues se estima que en algunas semillas se tiene el derecho de plantarlas sólo por una vez, y en lo sucesivo, o cada vez que se plante, habrá lugar al pago de ese derecho, estipulado por vía contractual.


El señor Alessandri, asesor de ANPROS, manifestó que lo expuesto corresponde  más bien a un ámbito comercial que a un elemento técnico y de regulación de los organismos transgénicos.  Se refirió a lo planteado por la doctora Manzur del gen Terminator, el cual es un gen que de alguna forma compelía a aquella práctica comercial, pero actualmente no es un tema de la causa.  Ratificó que en concepto de Anpros la regulación es un atributo positivo y necesario, y que el tema de cómo se fijen, posteriormente, los precios, los royalties, es una materia distinta.


El señor Sánchez,  Director de ANPROS, manifestó que su pensamiento se guía por la consideración de que esta ley es absolutamente fundamental, y no es razonable persistir en la ausencia de una regulación. Ante estas evidencias, argumentó, cabe plantearse cuánto tiempo puede Chile resistir sin tener esta tecnología en mano de los agricultores.  


Una segunda consideración, aclaró, es que hacerlo beneficia a Chile, pues se han hecho muchos ensayos, en lo que concierne a Anpros, con la remolacha azucarera, y el resultado muestra que en una planta tradicional se gasta US$ 500 en controlar la malezas, y se usan diez ingredientes activos, de los cuales a lo menos seis no son biodegradables, mientras que con una tecnología como la remolacha transgénica, rounder ready, se usa un ingrediente activo, absolutamente amigable con el medio ambiente, que cuesta del orden  de US$ 30 a US$ 40.  Extendiendo este supuesto a otros cultivos, señaló que hoy se tienen ensayos en alfalfa, que en la mayoría de los casos están muertos a los cuatro años por causa de la maleza, pérdida susceptible de controlar, actualmente, con sólo US$ 6.  


Respecto de los ejemplos de la nuez, argumentó que es posible acopiar numerosos análisis que fue necesario realizar para lanzar al mercado estos productos.  Destacó que un problema como en aquel caso, de inmediato se pesquisa y se le retira del mercado, actitud que contrastó con muchos otros productos en los que se han cometido errores y al final sólo pagan los perjuicios. Precisó que si Chile persistiera en no autorizar los transgénicos, en el futuro no se dispondrá de variedades que introducir porque, hoy, el 100% de las compañías dueñas de la genética son transgénicos y han dejado de trabajar en mejoramiento genético en variedades libres de aquéllos. 


El señor Pinto, en relación con los efectos nocivos que se atribuyen a los transgénicos en materia de salud, adujo que no cabe decir que  dicha herramienta sea perniciosa, sino que es preciso estudiarla, evento a evento.  Expuso que le interesa delinear dos temas completamente distintos: por una parte, la posibilidad de cultivar plantas transgénicas, y por otra, la procedencia de levantar un argumento en contra de la ley porque se deba pagar derechos.


El Honorable Senador Coloma puntualizó que, aun siendo uno de los autores de la Moción y convencido de los argumentos planteados, debe dejar establecido que la decisión de si existe relación entre aquellos aspectos a que se refiere el señor Pinto será resuelto por el debate legislativo.  Enfatizó que pueden ser aspectos distintos desde un punto de vista técnico, pero desde una perspectiva legal, la regulación de ambos tiene un grado de vinculación, y al Poder Legislativo le toca medir todos los efectos de una norma, no sólo en lo técnico sino también en lo comercial.  Concluyó diciendo que lo complicado del proyecto son los derivados comerciales de la aplicación. Aclaró que se trata de un tema conceptual, respecto del cual asume que se debe pagar la tecnología, pero es más complejo establecer una especie de derecho hereditario a cobrar por la tecnología.



A una sesión posterior, citada con el objetivo de conocer el planteamiento del Gobierno respecto de la iniciativa en estudio, se invitó al señor Ministro de Agricultura, quien se excusó de asistir y concurrió en su reemplazo el señor Reinaldo Ruiz, Subsecretario de Agricultura (S).



El Honorable Senador señor Coloma, le hizo presente al señor Subsecretario que ha transcurrido un tiempo prolongado sin que el Ejecutivo haya explicitado su posición definitiva frente a este proyecto y ha llegado el momento de informarlo para su debate en general por la Corporación, dado los planteamientos hechos por los distintos invitados que han sido de sumo interés y diversificados en sus presupuestos y consideraciones, respecto de un tema que ha entrado con fuerza en la agenda pública.  


El señor Reinaldo Ruiz, Subsecretario (S) de Agricultura,  concordó en que efectivamente se trata de un tema que se ha debatido bastante y señaló que, probablemente, no sea portador de buenas noticias para la Comisión porque el Gobierno tiene una definición sobre este tema.  Por lo anterior, señaló, su intención es mostrar los puntos en que ha habido avance y los factores que se han considerado para, finalmente, adoptar una decisión. En este orden de cosas, refirió que el Gobierno, por conducto de sus Ministerios de corte político, ha señalado que este es un tema que no está en la agenda, pues, hoy en día, existe una institucionalidad que funciona y, probablemente, lo que cabe es tratar de modificar o, perfeccionar esta institucionalidad mientras que no se defina una política distinta. 


Caracterizó el sistema actual de nuestro país como un régimen de coexistencia, que funciona relativamente bien, en el que las personas que quieren desarrollar organismos genéticamente modificados para la exportación, a través de semillas, lo pueden hacer, y para ello existen normas. Especificó que frente a lo anterior, el INIA ha estudiado lo  existente,  para así poder determinar qué es perfectible, de manera tal de mejorar u optimizar aquello, dado que hay personas que son críticas respecto de su forma de funcionamiento.  Entonces, continuó, el Gobierno tiene claro que así como le asegura a las personas que quieren desarrollar esta actividad, a partir de semillas exportables, también debe garantizar la oportunidad de otras que quieran una agricultura convencional. 


Dio a conocer que el acuerdo de Chagual, al que definió como un compromiso de la Presidenta Bachelet con los ambientalistas, en materia de organismos genéticamente modificados, es no abrir el país a los cultivos transgénicos comerciales y establecer requisitos de estudios de impacto ambiental para la actual reproducción de semillas transgénicas y su reexportación.  Especificó que esto es lo más cercano a una definición de política que se podría extraer de lo existente.  También,  mencionó, existen algunos acuerdos multilaterales relativos al medio ambiente que comprometen a Chile en organismos internacionales, que es el Protocolo de Cartagena sobre Seguridad de la Biotecnología del Convenio sobre la Diversidad Biológica, instrumento, aquél, que no ha sido ratificado, pero que de alguna manera ha sido aceptado por el Gobierno.  


Señaló que le parece conveniente insistir en algunas consideraciones de metodología, previas a una decisión, definir si los cultivos transgénicos serán considerados como un cultivo tradicional o bien como un cultivo especial. En el presente, dijo, esto es algo que no se ha determinado, y tampoco lo hace la Moción en examen. También consideró que cuando se realice algún  tipo de análisis costo beneficio para decidir la opción tecnológica, es imprescindible considerar variables ambientales, de salud humana, económicas, comerciales y, también, la opinión del consumidor.  Por otro lado, refirió que, como política pública y como definición de la misma, también, se ha señalado que Chile aspira a convertirse en una potencia agroalimentaria, para cuyo efecto fue constituido un Consejo Chile Potencia Alimentaria, en el que participan los sectores público y privado, en una proporción relativamente paritaria.  Precisó que en el mismo se ha postulado que Chile debe cumplir con todos sus compromisos y se ha optado por la calidad y por propiciar nichos específicos de mercados. Aclaró que no se piensa en una potencia alimentaria por el volumen de su oferta sino por un segmento del mercado, y esto implica que es imprescindible tener clara la percepción de la opinión pública respecto de este tema, y en esto, lo cierto, es que la misma está relativamente dividida.  


Reiteró que la política del Ministerio ha sido la de aprovechar lo que hay, y está consciente de que existe un sector productor de semillas, de crecimiento muy dinámico y abierto a hacer nuevas inversiones; expresó que, como país, no se está absolutamente cerrado a aquella producción.  Destacó que como política complementaria a la vigente, se ha pensado en identificar los aspectos que necesitan ser modificados o reforzados, tanto en lo que concierne a la institucionalidad, como en lo que atañe a los procedimientos que norman actualmente la autorización de internación y liberación al medio ambiente de organismos genéticamente modificados, en el sector silvoagropecuario.  


Resaltó que se refiere al sector silvoagropecuario dado que la Moción tiene como objetivo los cultivos genéticamente modificados. Señaló que entiende, no obstante lo anterior, la necesidad de tomar, también, una decisión respecto del uso de este material transgénico por haber plena conciencia de las iniciativas adoptadas en otros países de usar este tipo de vegetales con fines de tipo farmacéutico lo que origina un conjunto de datos que son de sumo interés, como la cantidad de vacunas que se pueden producir en una hectárea de soja genéticamente modificada con este gen, a los que calificó de desarrollo interesante que se deberían tomar en cuenta. Mencionó, asimismo, la necesidad de ver el impacto que tienen en la competitividad de la producción agrícola.  Aseveró que son estudios cuya realización está pendiente, pues, si bien se cuenta con algunos antecedentes en revisión, es recomendable requerir estudios adicionales para saber si producen algún efecto en la competitividad o si la aumenta para el total de los factores y hacen al sector más competitivo, lo que requiere, también, ser más riguroso.  


Manifestó la convicción de que, como país, se debe hacer un esfuerzo para fortalecer el desarrollo de la biotecnología, de acuerdo con las necesidades de la agricultura  nacional.  Enfatizó que no se pierden en este orden de consideraciones, y que al señalar que está pendiente una definición sobre organismos genéticamente modificados no se está cerrando la puerta a la investigación en esta área, que es lo que hacen los europeos, más cautelosos en la adopción de las tecnologías pero que empeñan grandes esfuerzos para alcanzar a Estados Unidos en esta materia.


Adicionalmente, recordó que el Banco Internacional de Reconstrucción y Fomento o Banco Mundial, publica año a año, su Informe de Desarrollo Mundial, y destacó que el de 2007 dedicado a la agricultura, si bien disponible al momento de su intervención sólo en una versión preliminar, incorpora un capítulo sobre biotecnología, dentro del cual hay un apartado referente a organismos genéticamente modificados, bajo el prisma de la forma en que este tipo de agricultura pueda aportar beneficios a los pobres. Remarcó la importancia de la pregunta que formula el Banco Mundial respecto del avance de aquella metodología, al explorar cinco razones que explicarían porqué el progreso del mundo, en transgénicos, es tan lento.  De las mismas enunció, además de la capacidad regulatoria y los riesgos, otros dos factores: uno, el relativo a lo complejo del comercio de los transgénicos, comprobación de alto interés para una economía abierta y afanada en competir, como la de Chile; el otro, corresponde a la propiedad de la tecnología, en las cuales sobresale la tendencia a situaciones monopólicas en su uso y el costo asociado a esto.  


El Honorable Senador señor Coloma manifestó su preocupación por lo que se deduce de lo expuesto por el señor Subsecretario (S) de Agricultura.  Se trata, dijo, de un asunto de prioridad impostergable, por diversas razones, algunas de las cuales se infieren de los planteamientos del representante del Ejecutivo. Evocó que se ha escuchado a todos los interesados, desde premios nacionales hasta grupos ambientalistas que se oponen, y piensa que del examen de los argumentos se llega a una conclusión bastante clara, en cuanto a la necesidad de regular lo anterior.  Deploró encontrarse con el argumento de que existe un compromiso presidencial de no innovar sobre la materia, esto es, una situación de hecho de campaña que impide legislar, por lo menos en este período, en un tema tan decisivo como éste.  


Mencionó que en su calidad de Presidente de la Comisión ha participado en distintos foros a los que ha sido invitado, y uno de los temas que, con más justicia, reclama el mundo agrícola es la falta de norma en materia de cultivos genéticamente modificados, pues, en el fondo, se plantea que se requieren estudios de impacto ambiental para ver cómo se reexporta la semilla, con lo cual se genera, en el hecho, una situación de iniquidad que afecta seriamente a la competitividad ya que el problema de los granos y del maíz se origina porque Chile produce la semilla transgénica que se desarrolla y se aprovecha comercialmente en los países vecinos. 


Señaló que junto al Honorable Senador señor Espina han visto cómo ha evolucionado la legislación en el mundo, discusión que partió hace algunos años atrás entre Estados Unidos y Europa, y en cuyo curso claramente, la técnica o el modelo estadounidense ha sido cada vez más aceptado.  Precisó que no sólo países como China, Brasil o India sino que también los europeos se situaron como baluartes de la postura de no a los transgénicos y que hoy día adoptan normas de regulación para este tipo de productos.  Por ello, observó, es complicado comprobar que Chile esté paralizado; insistió en que la actitud persistente de la Comisión ha sido la de revisar directamente la iniciativa con el Ejecutivo, para lo cual se ha hecho un esfuerzo mayor.  Lo anterior, puntualizó, no obsta a que este proyecto de ley podrá aprobarse sin patrocinio del Gobierno. Por lo expuesto, particularmente, a solicitud del Honorable Senador señor Espina, se ha invitado a los representantes de gobierno a fin de poder clarificar este tema antes de proseguir en su tramitación.  Hizo presente su preocupación por el contenido de la respuesta que diera el señor Subsecretario (S), ya que significa que no se tiene opción en un mediano plazo, y no sólo que hoy día no existe, sino que mientras dure el período presidencial de la Jefa de Estado no va a existir, por un compromiso de carácter electoral.  


El Honorable Senador señor Espina  hizo presente que no le extraña lo planteado por el Ejecutivo, dada la poca conciencia de lo que sucede en el mundo sobre esta materia.  Informó que ha realizado estudios en profundidad sobre este tema pudiendo al efecto   constatar que para la zona que representa  la diferencia entre vivir en la pobreza y surgir de ella, pasa por tener productos transgénicos.  Destacó que actualmente existen antecedentes lapidarios a nivel mundial respecto a la necesidad de regular esta situación; resaltó, sobre el particular, que el punto en que se encuentra nuestro país es vergonzoso.  Hizo presente lo absurdo que significa que Chile pueda hoy día sembrar y exportar semillas transgénicas, con reglas administrativas absolutamente insuficientes.  Lo anterior, dijo, se puede comprobar en la región de la Araucanía, donde estas siembras se encuentran a menos de un kilómetro de zonas donde se producen cultivos naturales no transgénicos.  Subrayó lo paradójico que resulta que en Chile no exista limitación para el consumo de productos transgénicos, y que no se cuente con ningún tipo de resguardo.  Resumió diciendo que en nuestro país se consumen y exportan productos transgénicos, y el objetivo que se persigue mediante esta iniciativa es regular su venta e importación. 


Finalmente, los miembros de la Comisión concordaron en el objetivo del proyecto de ley sometido a su consideración, dada la importancia de la materia que aborda, particularmente en razón de la necesidad de establecer un marco legal que la regule. 


- Puesto en votación en general el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Andrés Allamand, Juan Antonio Coloma, Alberto Espina y Jaime Naranjo. 

A continuación, los miembros de la Comisión fundamentaron su voto por escrito en los siguientes términos:


El Honorable Senador señor Coloma señaló que vota favorablemente en base a los siguientes argumentos:

1.- Chile tiene una normativa absurda en materia de cultivos de vegetales genéticamente modificados ya que se basa en la inexistencia de una legislación formal y que, en la práctica, se traduce en que a través de meras resoluciones administrativas se faculta o no a la autoridad agrícola para otorgar las autorizaciones a quienes soliciten multiplicar semillas de VGM para exportación. De este modo, en el país se destinan cerca de 20 mil hectáreas a la multiplicación de semilla transgénica de exportación, presumiéndose que dicha superficie se irá incrementando, como de hecho ha ocurrido en los últimos años. Lo absurdo es que solo se autoriza la exportación de dicha producción y se impide la comercialización interna, no obstante se autoriza la importación y el consumo de esa producción. 


Lo anterior, sumado al riesgo que significa dejar al arbitrio de la autoridad los permisos para este tipo de cultivos, son razón más que suficiente para dotar al país de una legislación sobre la materia y a los emprendedores -particularmente agricultores- de una alternativa que se sume a la convencional y orgánica.


2.- Es abundante la información existente respecto de que los VGM y en general esta técnica biotecnológica no constituye riesgo para la salud humana y animal, ni tampoco para el medio ambiente. En efecto por la especial significación del tema, la Comisión recibió numerosos antecedentes que demuestran que los argumentos de quienes aun no quieren dar paso a esta tecnología por sus dudas respecto de riesgos para la salud humana, en especial relacionados al cáncer, alergias y otras, así como los peligros para la biodiversidad, no tienen fundamento científico. 


En 2003 un grupo de más de 3.200 científicos incluyendo 25 Premios Nobel en diversas áreas, expresaron su apoyo a la agricultura biotecnológica suscribiendo una declaración que entre otras expresa:  “creemos que las técnicas de ADN recombinante constituyen un medio poderoso y seguro para la modificación de organismos y que pueden contribuir al aumento de la calidad de vida mejorando la agricultura, tratamientos de salud y el medio ambiente”.

De igual modo organismos como FAO ha entregado su parecer en el 2004 expresando: “Hasta ahora, en aquellos países que han usado cultivos transgénicos, no ha habido reportes verificables de que éstos causen algún daño significativo a la salud o al medioambiente”.  “La biotecnología ofrece oportunidades para aumentar la disponibilidad y variedad de alimentos, mejorando en general la productividad agrícola y reduciendo la variación estacional en la provisión de comida…..la Biotecnología puede ayudar a reducir el daño ambiental causado por químicos agrícolas.”.

En la Comisión fue recibido el Premio Nacional de Ciencias año 2002, Pablo Valenzuela que sobre el particular señaló: en USA, en 10 años se han consumido más de un trillón de porciones alimenticias derivadas de ingeniería genética y no se ha registrado un solo caso de evento adverso, ningún ecosistema se ha alterado y ninguna persona ha enfermado como consecuencia de ingerir estos alimentos. “necesitamos una ley contraria a la demonización de la biotecnología”.

Estas citas y el hecho de que estemos frente a una tecnología en pleno uso en muchos países desarrollados, normalmente celosos de la salud de los consumidores y del medioambiente, permiten concluir que se trata de una alternativa segura. El proyecto por su parte incluye resguardos suficientes para disminuir significativamente riesgos tales como la “contaminación” accidental, aspecto abordado por quienes entregaron una opinión contraria a los VGM. Más aún, algunos de los partidarios de legislar sobre la materia opinaron en la Comisión que estiman excesivamente regulatorio el proyecto lo que indica que se trata de apropiado equilibrio.


3.- Los más escépticos respecto de la iniciativa legal fundamentan su opinión en la inconveniencia de que Chile adopte esta tecnología y se muestran partidarios de un país libre de transgénicos, como elemento valioso para acceder a determinados mercados. Sin embargo a estas alturas, con cerca de 20 mil hectáreas cultivadas, esta no parece una alternativa posible y por lo tanto resulta ineludible contar con una legislación moderna que regule este tipo de cultivos. En tal sentido, parece razonable lo que señalan quienes son partidarios de contar con una ley, al argumentar que justamente la carencia de una legislación podría traernos problemas de acceso a algunos mercados. De igual modo, la coexistencia de agricultura convencional, orgánica y de VGM, es perfectamente posible, como está demostrado en numerosos países.


4.- La Comisión conoció el denominado “Informe al Presidente de la República” de la “Comisión Nacional para el desarrollo de la Biotecnología” de Junio del 2003, instancia creada por el gobierno del Presidente Lagos y que entre muchas propuestas vale la pena rescatar la que a continuación se indica y que coincide plenamente con el proyecto aprobado por la Comisión de Agricultura del Senado: 

“Propuesta 21. Establecer un marco jurídico que fije los requisitos para el cultivo y utilización de OGM que permita la distribución en el país de organismos y sus productos. Se establecerá un procedimiento claro y transparente para los solicitantes, garantizando la participación de todos los actores interesados. La norma incorporará criterios de evaluación de riesgo, caso a caso, basados en principios científicos.

Los actuales conocimientos científicos en materias de riesgo sanitario y ambiental asociado al cultivo y utilización de organismos transgénicos posibilitan modernizar el marco regulatorio silvoagropecuario y acuícola, admitiendo la expansión de los usos comerciales de los OGM. El establecimiento de una norma clara en esta materia permitirá al sector productivo utilizar la creciente oferta de organismos transgénicos de uso silvoagropecuario, y acuícola previniendo los riesgos para el medio ambiente y la salud de las personas.”.

Desde esta propuesta han pasado más de 4 años, plazo más que suficiente como para que el esfuerzo de todos quienes participaron en la citada Comisión Nacional sea considerado por el Ejecutivo y cumplamos con el objetivo compartido de contar cuanto antes con un marco jurídico para el cultivo y utilización de OGM. 


El Honorable Senador señor Espina manifestó que en los últimos años en el mundo ha existido un significativo aumento en la superficie de cultivos de vegetales genéticamente modificados (VGM) o transgénicos, llegando a más de 100 millones de hectáreas. Si bien algunos países han ido de un modo más lento adoptando esta alternativa biotecnológica, como es el caso de algunos países europeos, estamos frente a un fenómeno global. 


El mercado agrícola mundial, en particular en materia de commodities, está fuertemente distorsionado, especialmente por la aplicación de millonarios subsidios que las naciones desarrolladas entregan a su agricultura, lo que genera para países como Chile un escenario de competencia desleal. A su turno, el desmantelamiento de estos subsidios, tanto explícitos como camuflados, se produce con enorme lentitud, afectando a las economías en desarrollo. 

Pero también existe una brecha tecnológica que implica competir en desventaja y dentro de ellas la biotecnología juega un rol preponderante. Siendo el cultivo de vegetales genéticamente modificados parte importante de esa tecnología, un país como el nuestro requiere normarla, regularla y permitir que conviva con las alternativas convencional y orgánica.


Como se sabe, en Chile multiplicamos semillas de cultivos genéticamente modificados o transgénicos sólo para ser exportados estando prohibida su comercialización en el mercado interno, sin embargo está permitida su importación para ser comercializada y consumida.  En otras palabras, en Chile se comercializan y consumen productos genéticamente modificados pero abastecidos por agricultores extranjeros y no por chilenos, lo que es una paradoja absurda que perjudica a nuestros agricultores. Este es un elemento esencial que tuvimos presentes los autores de esta iniciativa.

El proyecto no aspirar a que nuestro país se inicie en los cultivos de VGM ni promueve su consumo por la población o se utilicen para alimentación animal, porque eso ya ocurre. En Chile se cultivan, crecientemente, miles de hectáreas de VGM y se consume una amplia variedad de productos que provienen de esta tecnología. El proyecto pretende normarla por ley como ocurre en la mayoría de los países del mundo, cubriendo aspectos tales como la investigación, comercialización, evaluación y control, etiquetado e identificación, zonas restringidas, fiscalización, sanciones y multas, entre otros. Esta moción aborda el tema integralmente y no en forma parcial como ocurre con otros proyectos en trámite en el Congreso y lo hace de cara a una realidad indiscutible: Chile no es un país libre de este tipo de cultivos porque se realizan desde hace años, como se ha dicho, en forma creciente, por lo tanto, lo serio y responsable es contar con una legislación.


Por otra parte, la enorme mayoría de los invitados que recibió la Comisión se mostró favorable de contar con una ley en Chile que regule esta materia y deje de quedar al arbitrio de la autoridad de turno. Más aún, diría que incluso los detractores de los cultivos transgénicos entregan argumentos que respaldan y justifican contar con una normativa como la aprobada, sin perjuicio de los perfeccionamientos que requiera en la decisión en particular.


Es abundante la información recabada en torno a que luego de más de una década de aplicación de esta tecnología en varios países desarrollados, no existe evidencia científica que demuestre perjuicios o riesgos para la salud humana, animal o para el medio ambiente. Más aún, la Comisión conoció declaraciones de científicos connotados mundialmente, así como de relevantes organismos internacionales, que respaldan este argumento y más todavía, resaltan los beneficios de los VGM en la producción de alimentos.  Las ventajas de esta tecnología en la producción de combustibles vegetales, se aprecia como un aporte a las dificultades energéticas que enfrenta el mundo y muy especialmente a disminuir la contaminación ambiental.


Desde un punto de vista agrícola los alcances de la biotecnología en la producción de alimentos de calidad y para ser producidos en condiciones que en el pasado cercano se apreciaban como un imposible, son insospechados. Cultivos resistentes a condiciones de sequía, salinidad del suelo y otras, se agregan al control de malezas e insectos sin uso de agroquímicos, con todos los beneficios que ello trae aparejado.

Por último, no puedo dejar de manifestar mi preocupación por lo expresado en la Comisión por autoridades del Ejecutivo, en el sentido de que el Gobierno no patrocina esta iniciativa dado el acuerdo político que la Presidenta de la República, señora Bachelet contrajo en su campaña con grupos contrarios a esta tecnología. Junto con señalar que esta es una iniciativa parlamentaria, transversal políticamente, me parece muy injusto con el sector agrícola privarlo de una legislación moderna y sobre todo “franca” y realista por un acuerdo basado en argumentos que no se sostienen científicamente. El país no puede postergar indefinidamente decisiones relevantes para su desarrollo, más aún cuando se pone como objetivo constituirse en una potencia agroalimentaria en lo que a agricultura se refiere. No me parece razonable que un grupo minoritario, por muy respetable que sea, contrario a los cultivos genéticamente modificados pero cuyos argumentos permiten deducir que se requiere de una ley que los regule, impida que procedamos al igual que lo hacen los países desarrollados, teniendo una ley biotecnología al menos en el ámbito de los cultivos agrícolas. Llamo al Gobierno a cooperar para sacar adelante este proyecto.


El Honorable Senador señor Allamand hizo presente que la principal razón para votar a favor del proyecto es la necesidad de regular un hecho que hoy ocurre de facto. Este proyecto de ley no busca autorizar algo que hoy está prohibido, introduciendo al país algo nuevo o cuyo uso es actualmente clandestino. Sólo busca normar coherentemente una realidad que existe y se permite, pero de una manera absurda. Tanto así, que el propio Gobierno llegó a la misma conclusión en junio de 2003, cuando el informe que la Comisión Nacional para el Desarrollo de la Biotecnología entregó al Presidente de la República señalaba  la necesidad de contar con una ley que regule de mejor manera la actual  presencia de OGM.

Hoy, en materia de biotecnología, sólo contamos con reglamentos específicos y de efectos limitados. El resultado de este mosaico reglamentario es que se autoriza la siembra OGM para exportación, pero se prohíbe su comercialización al interior del país. En paralelo, está permitida la importación de OGM y su comercialización como alimento animal. Así, el actual marco no impide la presencia de OGM en Chile, pero sí impide que dicha presencia tenga origen chileno y reditúe a nuestros agricultores. 

Desde el punto de vista de los consumidores, el hecho de que alimentos con características sustantivamente distintas se comercialicen sin identificación explícita viola el derecho a saber de los consumidores.  El proyecto corrige esta situación, y exige el etiquetado de los OGM con características distintas.

Pero aún no me he referido a los beneficios de los OGM en sí. Desde el punto de vista de salud pública, el principal beneficio lo constituye la posibilidad de producir alimentos básicos más nutritivos. Por ejemplo, en el arroz se introdujeron genes que producen el elemento precursor de la vitamina A. Gracias a ello, esta variedad -denominada arroz dorado-  contiene más vitamina A. Dado que más del 50% de la población mundial se alimenta de arroz, esta técnica podría ayudar a combatir la carencia global de vitamina A, un grave problema en el mundo en desarrollo.

También en el plano de la salud pública, la producción de OGM permite  producir plantas a partir de las cuales se crean vacunas, proteínas y otros productos farmacéuticos. Por último, aunque existe preocupación por la transferencia de genes alergénicos (el ejemplo clásico es el de la nuez del Brasil), la biología molecular también puede contribuir a caracterizarlos y eliminarlos. En efecto, el incidente de la nuez del Brasil permitió identificar a la proteína alergénica que dicha nuez contiene.


Desde un punto de vista ambiental también existen potenciales beneficios. El principal de ellos se refiere al uso de tierra. La humanidad se apropia hoy, directa o indirectamente, del 24% de toda la producción primaria de la Tierra (la que producen todas las plantas a través de la fotosíntesis). Y esa cifra va en aumento. Nos estamos tomando la Tierra.  Los OGM, al aumentar la productividad, permiten disminuir la presión sobre los ecosistemas, favoreciendo la existencia de espacios para la conservación de la biodiversidad.

Adicionalmente, se pueden cultivar especies resistentes a las plagas y con ello disminuir el uso de químicos. Por ejemplo, existe maíz, algodón y papas que prescinden de la aplicación de un insecticida que contiene la bacteria Bacillus thuringiensis. Además, se puede reducir el impacto de los procesos industriales. Por ejemplo, se han desarrollado vegetales con menor contenido de lignina, lo que permite disminuir el uso de químicos en la elaboración de celulosa, proceso que tantos problemas ha traído al medio ambiente en nuestro país. 


El desarrollo de vegetales específicos permitiría rehabilitar tierras degradadas o menos fértiles. Extensas superficies agrícolas se han salinizado debido a la utilización de prácticas insostenibles de riego. La modificación genética podría, por ejemplo, producir variedades tolerantes a la sal y recuperar esos terrenos. Se podría también rehabilitar tierras degradadas, mediante la producción de organismos destinados a recuperar los nutrientes y reconstituir la composición del suelo.


Y una última consideración ambiental. En un mundo donde los problemas ecosistémicos más graves se derivan del creciente uso de la energía fósil, la posibilidad de aumentar la productividad energética de los vegetales con miras a la producción de biocombustibles asoma promisoria.  

El último plano es el económico-social. Las zonas agrícolas de Chile concentran las más altas tasas de pobreza del país. Las mismas características de los OGM aducidas en el plano ambiental permitirían una mejora económica para el mundo agrícola. Los OGM aumentan la productividad por unidad de terreno; disminuyen las pérdidas ocasionadas por factores climáticos, como heladas y sequías; disminuyen el volumen, y por consiguiente el costo, de ciertos insumos: herbicidas, pesticidas, etc.; atenúan los requerimientos de los alimentos durante el almacenamiento y el transporte hacia el mercado, lo cual propiciaría mejores oportunidades comerciales y reduciría el enorme desperdicio que se produce durante esas operaciones.


El Honorable Senador señor Naranjo se sumó a la propuesta de esta iniciativa, por la consideración de que, así como en el pasado, fue necesario legislar para fijar bases de fomento a la agricultura orgánica, hoy es indispensable abordar una materia que no se encuentra regulada por ley, dado que es conveniente que Chile cuente con un régimen de coexistencia de cultivos agrícolas que permitan, junto con aprovechar los beneficios de la biotecnología moderna en el incremento del rendimiento y la productividad de los suelos agrícolas, con pleno resguardo de la salud humana, de la sanidad vegetal y animal y del medio ambiente,  el desarrollo armónico de una agricultura orgánica orientada a los mercados de exportación.  Estimó que materializar de aquella oportunidad  requiere que el Congreso Nacional y la sociedad se aboquen a un debate de fondo sobre las ventajas y los riesgos eventuales asociados a las actividades de aplicación de las investigación de la biotecnología moderna y de los usos regulados de los vegetales genéticamente modificados, posible en el marco de este proyecto, sin perjuicio de los indispensables mejoramientos que requerirá su debate en particular.
- - -


En conformidad con el acuerdo adoptado, vuestra Comisión de Agricultura tiene el honor de proponeros la aprobación en general del proyecto de ley en informe, en los siguientes términos:

PROYECTO DE LEY

“Título I

Disposiciones Generales 


Artículo 1º.- Las disposiciones de esta ley regulan  la generación, manipulación y utilización de vegetales genéticamente modificados y de productos derivados de VGM, en lo que se refiere a investigación, uso confinado, cultivo, producción, introducción al medio ambiente, comercialización, importación, exportación, almacenamiento, transporte y disposición final. 


Artículo 2º.- Son objetivos de la presente ley fomentar el desarrollo nacional de la biotecnología moderna de los vegetales genéticamente modificados, asegurando la protección de la salud humana, la sanidad animal y vegetal, la biodiversidad y el medio ambiente.


Artículo 3º.- Para los efectos de esta ley se entiende por: 

a) ADN: ácido desoxirribonucleico, molécula que conforma los cromosomas y contiene la información genética de un organismo;

b) Biotecnología moderna: Técnicas de ingeniería genética consistentes en la utilización de organismos biológicos y sus partes que han sido modificados ya sea por la introducción de genes foráneos o bien mediante la fusión de células, ambos en condiciones que no ocurren normalmente en la naturaleza;
c) Bioseguridad: Conjunto de acciones y medidas de evaluación, monitoreo, control y prevención previstas en la realización de actividades con vegetales genéticamente modificados, con el objeto de precaver, prevenir, evitar o reducir los riesgos que dichas actividades pudieran ocasionar a la salud humana, la sanidad animal y vegetal, la biodiversidad y el medio ambiente;

d) Centro de origen y diversidad genética: Areas geográficas del territorio nacional, así declaradas por decreto supremo, en las que una determinada especie haya sido domesticada por primera vez y en las que se albergan poblaciones de los parientes silvestres de dicha especie, diferentes razas o variedades de la misma y que constituyen una reserva genética;
e) CONICYT: Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica;

f) Equivalencia sustancial: Condición de un VGM o productos derivados de VGM en la que su composición genética no modifica aspectos generales cualitativos o cuantitativos nutricionales, en comparación a su homólogo convencional;

g)
Evento de transformación: Vegetal producido por un experimento puntual mediante la introducción artificial de uno o más genes;

h) Flujo génico: Se refiere al movimiento, dispersión e incorporación de genes tanto dentro como entre individuos, poblaciones y taxas mayores; 
i) Gen: Unidad de información hereditaria constituida por un segmento de ADN, cuya secuencia contiene la información que especifica un ARN o una proteína; 
j) Ingeniería genética: Técnicas para transferir artificialmente en la célula de un ser vivo información genética proveniente de otro organismo;

k) Introducción: La liberación en el medio ambiente de un vegetal o combinación de vegetales genéticamente modificados;
l) Manipulación: Aplicación de las técnicas de ingeniería genética en vegetales con el objeto de obtener VGM, el cultivo de éstos, su recolección, producción, envasado, almacenamiento, transporte, comercialización y disposición final;
m) Presencia adventicia: Existencia no intencionada de semillas VGM en un lote de semillas convencionales, y que no altera esta última condición mientras se mantenga en una proporción no superior a un 1%;
n) Productos derivados de VGM: Elementos que en su composición final contienen material proveniente de VGM, sin capacidad de transferirlo o replicarlo;
o) Titular: Persona natural o jurídica que se propone desarrollar actividades de biotecnología moderna reguladas por esta ley;
p) Uso confinado: Manipulación de VGM llevado a cabo en lugares cerrados y dotados de elementos de control, que aseguren la protección de la salud humana, la sanidad animal y vegetal, la biodiversidad y el medio ambiente;

q) Vegetal: toda entidad biológica del reino vegetal capaz de reproducirse o de transferir material genético;

r) Vegetal genéticamente modificado: Vegetal que posee una combinación nueva de material genético como resultado de la aplicación de ingeniería genética, y

s) VGM: Vegetal genéticamente modificado. 

Artículo 4º.- Corresponderá a las autoridades regionales competentes otorgar los permisos necesarios para el desarrollo de las actividades reguladas por ésta; adoptar las medidas necesarias para garantizar la protección de la salud humana, animal y vegetal, de la biodiversidad y del medio ambiente; llevar y actualizar los registros de las actividades; fiscalizar su desarrollo y aplicar las sanciones en caso de inobservancia y, en general, velar por el cumplimiento de las disposiciones de la presente ley.

Título II

De las actividades de biotecnología moderna en el ámbito de los VGM

Párrafo 1°

Uso confinado de VGM.


Artículo 5º.- Toda persona natural o jurídica, que se proponga ejecutar la actividad de uso confinado de VGM deberá, previamente, informarlo por escrito a la Autoridad Regional respectiva, acompañando al efecto los siguientes antecedentes:
a) Individualización del titular;

b) Información del fin o fines del uso confinado;

c) Singularización del establecimiento en que se desarrollarán las actividades de uso confinado, y

d) Indicación de la forma en que se cumplirán los requisitos éticos y técnicos contenidos en el Manual de Normas de Bioseguridad de CONICYT.


Artículo 6º.- El titular deberá mantener a disposición de la Autoridad Regional respectiva toda la información relativa al uso confinado de VGM, para cuando ella lo requiera.

Párrafo 2°
Introducción al medio ambiente de VGM 

con fines de investigación.


Artículo 7º.- Toda persona natural o jurídica, que se proponga introducir en el medio ambiente un VGM con fines de investigación, deberá obtener en forma previa el permiso correspondiente en los términos establecidos en las disposiciones del presente párrafo.


Artículo 8º.- Para efectos del otorgamiento del permiso, el titular de la actividad deberá presentar ante la Autoridad Regional respectiva, una solicitud que contenga la siguiente información: 

a) Individualización del titular;

b) Caracterización del VGM que pretende introducirse en el medio ambiente;
c) Indicación del  propósito de la investigación;

d) Identificación de la región, provincia, comuna y lugar donde se pretende introducir el VGM, incluyendo la especificación de la superficie total y del predio particular en la que se realizará;

e) El informe de evaluación de riesgos y los antecedentes que lo fundamentan;

f) Las medidas de bioseguridad que se adoptarán para la introducción en el medio ambiente;

g) Los antecedentes sobre la introducción en el medio ambiente del VGM de que se trate, en otros países o en experiencias anteriores en Chile, cuando corresponda;

h) Medidas que se proponen para el almacenamiento, transporte y disposición final del VGM;

i) El plan de seguimiento de la actividad que da origen al permiso, y

j) Un extracto de la solicitud y del informe de evaluación de riesgos.


Artículo 9º.- El titular de la actividad deberá presentar a la Autoridad Regional respectiva, dentro de los 30 días siguientes de concluida la investigación permitida, un informe final que contenga los siguientes antecedentes:

a) Copia del permiso que autorizó la introducción al medio ambiente del VGM con fines de investigación;

b) Resultado de la investigación realizada y de su plan de seguimiento;
c) Forma en que se dio cumplimiento de las medidas de almacenamiento, transporte y disposición final de los VGM objeto de la investigación y sus desechos, y
d) Plan de seguimiento del terreno en que se efectuó la introducción al medio ambiente del VGM.
Párrafo 3°

Introducción al medio ambiente de VGM o

productos derivados de VGM con fines de comercialización.


Artículo 10.- Cualquier persona natural o jurídica, que se proponga introducir en el medio ambiente un VGM o productos derivados de VGM, con fines de comercialización, deberá obtener en forma previa, un permiso a la Autoridad Regional respectiva, de acuerdo a las disposiciones del presente párrafo.


Artículo 11.- Tratándose de la introducción en el medio ambiente con fines de comercialización de un VGM o de productos derivados de VGM, que hayan sido objeto de un permiso de conformidad con el párrafo anterior, el titular deberá presentar a la Autoridad Regional respectiva, una solicitud de permiso que incluirá:

a) Individualización del titular;

b) El permiso otorgado y el informe final que de cuenta de los resultados de la actividad de investigación;

c) Las medidas específicas necesarias para dar cumplimiento a los requisitos de identificación y etiquetado, cuando corresponda; 

d) El informe de evaluación de riesgos y los antecedentes que lo fundamentan;

e) Las condiciones de uso, manejo y embalaje para efectos de su comercialización;

f) Las medidas que se proponen para su almacenamiento, transporte y disposición final, y

g) Un extracto de la solicitud y del informe de evaluación de riesgos.


Artículo 12.- En el caso de la introducción en el medio ambiente con fines de comercialización de un VGM o de productos derivados de VGM que no hayan sido objeto de un permiso de conformidad con el párrafo anterior, el titular deberá presentar a la Autoridad Regional respectiva, una solicitud de permiso que, además de la información señalada en el artículo precedente, deberá incluir: 

a) El origen del VGM o de su producto derivado, con indicación, si fuere importado, del país en que se ha desarrollado, el laboratorio y los científicos que han participado en dicho desarrollo;

b) Caracterización del VGM o de su producto derivado, indicando la modificación genética incorporada;

c) Un informe que de cuenta de los resultados de la introducción del VGM o de su producto derivado al medio ambiente con fines de investigación, y

d) En el caso de un  VGM o producto derivado de VGM que haya sido importado, un certificado emitido por la autoridad competente del país de origen que de cuenta de los resultados de su introducción al medio ambiente.

Párrafo 4°

Producción y comercialización de Alimentos VGM.


Artículo 13.- El titular que se proponga producir o comercializar alimentos VGM o derivados de VGM, para consumo humano, deberá obtener, además del permiso regulado en el párrafo anterior, la correspondiente autorización de conformidad con las disposiciones del Código Sanitario y del Reglamento Sanitario de Alimentos.


Artículo 14.- Tratándose de la producción o comercialización de alimentos VGM o derivados de VGM, para consumo animal, el titular deberá obtener, además del permiso regulado en el párrafo anterior, la autorización que corresponda de acuerdo con la Ley N° 18.755, el Reglamento de Alimentos para animales y las resoluciones específicas dictadas sobre la materia.

Párrafo 5º

Procedimiento para el otorgamiento de permisos.


Artículo 15.- Las solicitudes de permiso deberán presentarse ante la Autoridad Regional respectiva y cumplir con los requisitos establecidos, respectivamente, en los artículos 8°, 11 y 12. En caso contrario, no serán admitidas a tramitación, dictándose una resolución fundada dentro de los 5 días siguientes a la presentación, la que será notificada al titular.


Artículo 16.- Los titulares de las actividades reguladas en este título deberán indicar en su solicitud qué información de la presentada debe tener el carácter de confidencial, debiendo toda autoridad adoptar las medidas necesarias para evitar su divulgación.

En ningún caso podrá tener el carácter de  confidencial:

a) La identificación del titular de la actividad;

b) La descripción general del VGM;

c) La finalidad, región y comuna en la que se realizará la actividad; 

d) La evaluación de los posibles riesgos a la salud humana, sanidad animal o vegetal, a la biodiversidad o al medio ambiente, y

e) Las medidas de bioseguridad, monitoreo, control y emergencia.
 


Artículo 17.- En caso de cumplir la solicitud con los requisitos exigidos para ser admitida a tramitación, la Autoridad Regional respectiva, dentro del plazo de 10 días contado desde la fecha de presentación de aquélla, podrá solicitar al titular las aclaraciones, rectificaciones o antecedentes complementarios, quien deberá acompañarlos, conjuntamente con un nuevo extracto de la solicitud, del informe de evaluación de riesgos y de los nuevos antecedentes, en el plazo que la Autoridad Regional respectiva determine, el que no podrá ser inferior a 15 días contados desde la fecha de la notificación respectiva.


Artículo 18.- El extracto respectivo será visado por la Autoridad Regional respectiva dentro de los 5 días siguientes a su presentación, para su publicación por el titular en el Diario Oficial correspondiente al día 1º o 15 o el día siguiente hábil si fuera feriado.


El mismo extracto se publicará además en un Diario de circulación nacional o regional correspondiente al lugar donde se realizará la actividad cuyo permiso se solicita, el día domingo siguiente a su publicación en el Diario Oficial.

Artículo 19.- Una vez concluido el proceso de evaluación de riesgos y de participación ciudadana a que se refieren los Títulos III y IV de esta ley, la Autoridad Regional respectiva se pronunciará mediante resolución fundada, sobre la solicitud de permiso, acogiéndola o rechazándola. Esta resolución será notificada por carta certificada al titular y a las personas naturales o jurídicas que hubieren formulado observaciones de conformidad a lo establecido en el artículo 29.


La resolución que se pronuncia sobre el otorgamiento del permiso, deberá considerar la evaluación de riesgos y las observaciones formuladas con ocasión de la participación ciudadana y, en caso de otorgar el permiso, establecer las medidas de bioseguridad que se adoptarán para la ejecución de la actividad.


Artículo 20.- La Autoridad Regional respectiva deberá pronunciarse sobre el otorgamiento del permiso que se trate, dentro del plazo de 60 días contado desde la fecha de la publicación del extracto en el Diario Oficial.


Artículo 21.- Si transcurrido el plazo a que se refiere el artículo anterior, la Autoridad Regional respectiva no se ha pronunciado sobre el otorgamiento del permiso solicitado, se entenderá, para todos los efectos, que éste ha sido otorgado en los mismos términos indicados en la solicitud respectiva.


Artículo 22.- La Autoridad Regional respectiva que otorgue el permiso dispondrá su inscripción en el pertinente Registro en los términos regulados en el Título VI.


Artículo 23.- Los permisos que se otorguen de conformidad con las disposiciones a esta ley, tendrán vigencia indefinida. 


Artículo 24.- El titular de un permiso otorgado en conformidad con esta ley, deberá informar a la Autoridad Regional respectiva toda situación nueva o accidente del que tome conocimiento y pueda poner en riesgo la salud humana, la sanidad animal y vegetal, la biodiversidad y el medio ambiente.
Título III

De la evaluación de las actividades.


Artículo 25.- El desarrollo de las actividades relacionadas con VGM o de productos derivados de VGM que regula esta ley, se llevará a efecto cuidando la salud humana, la sanidad animal o vegetal, la biodiversidad o el medio ambiente.


Artículo 26.- Los titulares de las actividades que conforme a las disposiciones del Título II requieren contar con un permiso para su ejecución, conjuntamente con la solicitud pertinente, deberán presentar un informe de evaluación, que de cuenta de las materias a que se refiere el artículo siguiente. 


Artículo 27.- El informe de evaluación deberá contemplar, a lo menos, los siguientes aspectos:

a) Información botánica, agrícola y biológica de la especie a la cual pertenece el VGM y de las especies nativas, introducidas y cultivadas relacionadas con éste;

b) Información sobre origen, forma de cultivo, existencia de cultivares evolucionados, sistema de reproducción, ciclo de vida, polinización, agente polinizante, estado de conservación y el endemismo de especies, en el caso de las especies nativas relacionadas al VGM;

c) Información sobre el tipo de cultivo y estado de naturalización tratándose de especies introducidas relacionadas al VGM; 

d) Información sobre cualquier característica genotípica y fenotípica nueva que se relacione con el VGM

e) Información sobre flujo génico del VGM por polen, por semilla y su potencialidad en la formación de banco de semillas;

f) Información sobre el uso derivado de la modificación genética del VGM

g) Información sobre la equivalencia substancial del VGM con respecto a su homólogo no modificado, cuando el permiso tenga por objeto la comercialización del VGM o del producto derivado de VGM;

h) Información sobre eventuales efectos para la salud humana o la sanidad animal, tales como potencialidad patogénica, toxicológica, efecto y actividad de todas las proteínas introducidas durante el proceso de modificación genética; potencialidad alergénica, factores antinutricionales, digestibilidad y niveles de ingesta diaria aceptable para el alimento;

i) Información sobre las características de la expresión constitutiva o tejido específico del VGM con indicación de los genes introducidos y los niveles de expresión y evolución temporal de éstos, en relación con el ciclo de la planta, cuando el permiso tenga por objeto la comercialización del VGM o del producto derivado de VGM;

j) Evaluación sobre la probabilidad de ocurrencia de efectos en la salud humana, la sanidad animal o vegetal, la biodiversidad o el medio ambiente, considerando la información precedente, teniendo en cuenta el nivel y el tipo de exposición del probable medio receptor del VGM; y

k) Proposición de las medidas y exigencias a ser adoptadas por el titular, según proceda, para abordar los efectos identificados.

Título IV
De la información y participación ciudadana. 



Artículo 28.- Cualquier persona natural o jurídica tendrá acceso a la información general con que cuente la autoridad nacional y regional sobre los VGM en Chile, y podrá imponerse de las solicitudes y de las evaluaciones de riesgos relativas al otorgamiento de cualquiera de los permisos contemplados en esta ley.


Dicha información se mantendrá disponible en las oficinas respectivas de la Autoridad Regional respectiva, con excepción de la información confidencial, conforme a lo establecido en el artículo 16.



Artículo 29.- Cualquier persona natural o jurídica, dentro del plazo de 15 días contados desde la fecha de publicación del extracto a que se refiere el inciso segundo del artículo 18, podrá formular observaciones a la solicitud, al informe de evaluación de riesgos y a los demás antecedentes. Estas observaciones deberán constar por escrito y ser acompañadas por los antecedentes que las sustentan.
Título V

De la identificación y etiquetado

Párrafo 1°

Identificación de VGM y sus productos derivados.

Artículo 30.- Las personas naturales o jurídicas que transfieran a cualquier título, comercialicen, importen o exporten VGM o productos derivados de VGM, deberán velar porque la información indicada en el artículo siguiente conste por escrito y sea entregada a quien los adquiere.

Artículo 31.- Los VGM y sus productos derivados que se transfieran a cualquier título, comercialicen, importen o exporten, para uso confinado o para introducción en el medio ambiente con fines de investigación o comercialización, deberán ir acompañados de la siguiente documentación:
a) Individualización del VGM o del producto derivado de VGM, consignando sus rasgos o características relevantes;

b) Especificación de cualquier exigencia para la seguridad de la manipulación, almacenamiento, transporte y disposición final, y

c) Identificación de la persona que transfiere el VGM o el producto derivado de VGM y de la persona que lo adquiere, con el objeto de obtener información adicional.


Artículo 32.- Las personas naturales o jurídicas que transfieran a cualquier título, comercialicen, importen o exporten VGM o productos derivados de VGM, deberán conservar la información señalada en el artículo anterior, durante los cinco años posteriores a cada transacción.
Párrafo 2°

Etiquetado de VGM o productos derivados de VGM.

Artículo 33.- Tratándose de VGM o productos derivados de VGM que no sean substancialmente equivalentes a los productos convencionales, en sus características relevantes, y que se pretendan introducir en el medio ambiente con fines de comercialización, sea que se expendan envasados o a granel, deberán indicar en un lugar destacado de su etiqueta una leyenda impresa que establezca claramente la característica distintiva que los diferencia del producto convencional, tales como “mayor contenido de aceite”, “contiene omega 3”, “contiene lisina”, etc.
Artículo 34.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, las etiquetas o indicaciones de los VGM o productos derivados de VGM deberán contener además:

a) Información de la composición alimenticia, propiedades nutricionales, siempre que las características sean significativamente diferentes a las del alimento homólogo convencional, cuando se trate de alimentos para uso humano o animal, y

b) Información sobre las características de la combinación genética adquirida y sus implicancias relativas a condiciones especiales y requerimientos de cultivo, así como los cambios en las características reproductivas y productivas, tratándose de semillas o material vegetativo destinado a siembra, cultivo o producción agrícola.


La información antes indicada deberá ser clara, entendible y útil para el consumidor, siendo sustentada en información científica y técnica.
Título VI

De las zonas restringidas

Párrafo 1°

Centros de origen y de diversidad genética.


Artículo 35.- La autoridad competente establecerá las áreas geográficas de Chile que sean centro de origen y de diversidad genética de una especie determinada.



Artículo 36.- Para la declaración de un área del territorio nacional como centro de origen de una especie vegetal, la Autoridad Nacional dictará una resolución en la que se proponga tal declaración que en extracto se publicará en el Diario Oficial y, además, en un diario o periódico de circulación nacional o regional correspondiente al lugar donde se ubique el pretendido centro de origen o diversidad genética, el día domingo siguiente a su publicación en el Diario Oficial.



Artículo 37.- Dentro del plazo de 30 días, contado desde la fecha de la última publicación, cualquier persona natural o jurídica, podrá formular observaciones a la resolución, las que deberán constar por escrito y ser acompañadas por los antecedentes que las sustentan.


Artículo 38.- Transcurrido el plazo establecido en el artículo anterior, la Autoridad Nacional, dentro de los 30 días siguientes, deberá dictar una resolución fundada que teniendo en consideración los antecedentes aportados y las observaciones formuladas, se pronunciará sobre la declaración y, en caso de estimar ella es procedente, someterá a la consideración del Presidente de la República la dictación del correspondiente decreto supremo.



El decreto supremo que declare un centro de origen y diversidad genética se publicará en el Diario Oficial.


Artículo 39.-  El decreto supremo será reclamable por cualquier persona dentro del plazo de 10 días contado desde la publicación en el Diario Oficial.


La reclamación se interpondrá ante el juez de letras competente en lo civil del lugar en donde se ubique el centro de origen y diversidad genética, cuando considere que la declaración no se ajusta a los criterios establecidos en el artículo anterior, y se someterá a las normas del procedimiento sumario.

En los casos en que el juez competente corresponda a lugares de asiento de Corte, en que ejerza jurisdicción civil más de un juez letrado, deberá cumplirse con lo dispuesto en el artículo 176 del Código Orgánico de Tribunales.




Artículo 40.- En los centros de origen y de diversidad genética, se podrán realizar actividades de introducción de VGM al medio ambiente siempre que se trate de:

a) VGM distintos a las especies nativas, o

b) VGM de la misma especie a las nativas y se demuestre que no puedan intercambiar genes con éstas.

Párrafo 2°

Áreas protegidas.

Artículo 41.- Son áreas protegidas los parques nacionales, reservas nacionales, monumentos naturales, reservas de zonas vírgenes, santuarios de la naturaleza, reservas de la biosfera, distritos de conservación, reservas naturales, parques marinos, reservas marinas o cualesquiera otras áreas que se encuentren bajo protección oficial.

En dichas áreas sólo podrán realizarse actividades de introducción al medio ambiente de VGM cuando se presenten plagas o contaminantes que pudieran poner en peligro la existencia de especies animales, vegetales o acuícolas, y los VGM hayan sido creados específicamente para evitar o combatir dicha situación.

Título VII

De los registros de las actividades reguladas.

Artículo 42.- Las autoridades competentes llevarán y mantendrán actualizados los siguientes registros públicos:

a) Registro de actividades de introducción al medio ambiente de VGM con fines de investigación;

b) Registro de actividades de introducción al medio ambiente de VGM o de productos derivados de VGM con fines de comercialización; 

c) Registro de alimentos VGM o derivados de VGM para consumo humano

d) Registro de alimentos VGM o derivados de VGM para consumo animal, y

e) Registro de centros de origen y de diversidad genética.


A la autoridad competente corresponderá llevar y mantener actualizados los registros singularizados en las letras a), b), d) y e), y a la autoridad sanitaria le corresponderá llevar y mantener actualizado el registro indicado en la letra c).


Las normas relativas a la organización y funcionamiento de los registros a que se refiere este artículo así como el procedimiento de inscripción, se establecerán en el reglamento respectivo.


Artículo 43.- En el Registro de actividades de introducción al medio ambiente de VGM con fines de investigación, se inscribirá el permiso establecido en el artículo 7º.


En el Registro de actividades de introducción al medio ambiente de VGM o de productos derivados de VGM con fines de comercialización, se inscribirán los permisos a que se refiere el artículo 10.


En el Registro de Alimentos VGM o derivados de VGM para consumo humano, se inscribirá el permiso a que se refiere el artículo 13.


En el Registro de Alimentos VGM o derivados de VGM para consumo animal, se inscribirá el permiso a que se refiere el artículo 14.


En el Registro de Centros de Origen y de Diversidad Genética se inscribirá el decreto supremo que declara la existencia de dichos centros.


Artículo 44.- Las autoridades a cargo de llevar los registros señalados en el artículo 42, a requerimiento de los interesados, deberán otorgar copias de las inscripciones que practiquen en los mismos.

Título VIII

De los Recursos



Artículo 45.- En contra de la resolución que rechaza la solicitud de permiso para la ejecución de las actividades que regula esta ley, o que la acoge estableciendo exigencias que estimadas excesivas, el titular podrá deducir recurso de reconsideración, dentro del plazo de 15 días contado desde su notificación, ante la Autoridad Regional que la dictó y, en subsidio, recurso de reclamación ante la Autoridad Nacional.



Los recursos interpuestos serán conocidos y resueltos por la Autoridad Regional respectiva y la Autoridad Nacional, según corresponda, conforme a las atribuciones establecidas al efecto por su legislación orgánica.

Habiendo sido interpuesto el recurso dentro de plazo y cumpliendo con las condiciones establecidas en el inciso precedente, la Autoridad Regional respectiva dictará una resolución, dentro de los 5 días siguientes a su presentación, en cuyo mérito lo admitirá a tramitación, notificando de ello al titular. De lo contrario, será rechazado de plano.



Artículo 46.- Rechazado total o parcialmente el recurso de reconsideración, se elevará el expediente a la Autoridad Nacional, quien lo conocerá haciendo uso de las atribuciones que le confiere su normativa orgánica. 



La Autoridad Nacional oficiará a la Autoridad Regional que hubiere dictado la resolución reclamada, para que dentro del plazo de 15 días contados desde su recepción, informe al tenor del recurso.



La Autoridad Nacional podrá solicitar la opinión de un experto que de común acuerdo designe con el titular.



Artículo 47.- La Autoridad Nacional deberá resolver el recurso dentro del término que restare para completar 30 días, contado desde su interposición.



Artículo 48.- Las resoluciones que resuelvan los recursos de reconsideración y reclamación, serán notificadas al titular por carta certificada.

Artículo 49.- En contra de la resolución a que se refiere el artículo anterior, el titular podrá recurrir dentro del plazo de 10 días ante el Juez de Letras en lo Civil del lugar en que se pretende desarrollar la actividad objeto de permiso o del domicilio del afectado a elección de este último, el que conocerá conforme al procedimiento sumario.




En los casos en que el juez competente corresponda a lugares de asiento de Corte, en que ejerza jurisdicción civil más de un juez letrado, deberá cumplirse con lo dispuesto en el artículo 176 del Código Orgánico de Tribunales.


Artículo 50.- Las personas naturales o jurídicas que hubieren formulado observaciones en los términos señalados en el artículo 29 y que estimen que ellas no hubieren sido debidamente consideradas en los fundamentos de la respectiva resolución que otorga el permiso, podrán deducir recurso de reconsideración ante la Autoridad Regional respectiva. El plazo de interposición será de 15 días contado desde la notificación que resuelve sobre el permiso respectivo.


El recurso deberá ser fundado y no suspenderá los efectos de la resolución recurrida.


Habiendo sido interpuesto el recurso dentro de plazo y cumpliendo con las condiciones establecidas en el inciso precedente, la Autoridad Regional respectiva dictará una resolución, dentro de los 5 días siguientes a su presentación, en cuyo mérito lo admitirá a tramitación, notificando de ello al recurrente. De lo contrario, será rechazado de plano.



Artículo 51.- Admitido a tramitación el recurso de reclamación interpuesto en los términos del artículo precedente, se procederá en la forma señalada en los artículos 45 a 49 de esta ley.

Título IX

De la fiscalización



Artículo 52.- La fiscalización del cumplimiento de las disposiciones de esta ley corresponderá a la autoridad competente y a la autoridad sanitaria, según proceda.



Artículo 53.- En el ejercicio de la función de fiscalización, los funcionarios de las autoridades competentes, tendrán las siguientes facultades:

a) Ingresar a cualquier inmueble o establecimiento donde se ejecute una actividad regulada por esta ley;

b) Requerir información verbal o escrita o la entrega de antecedentes, documentos, registros e informes relativos a cualquier aspecto de una actividad regulada por esta ley;

c) Inspeccionar, obtener muestras y efectuar pruebas, monitoreos y análisis que se consideren necesarios para la evaluación de los posibles riesgos involucrados en la introducción en el medio ambiente de VGM o productos derivados de VGM;

d) Supervisar la ejecución de los planes de seguimiento y el cumplimiento de las resoluciones que otorguen los permisos, y

e) Supervisar el cumplimiento de las medidas de bioseguridad adoptadas para la introducción en el medio ambiente de VGM o productos derivados de VGM.


En caso de negativa u obstrucción a las funciones de fiscalización el juez, a solicitud de la autoridad competente, podrá ordenar el auxilio de la fuerza pública que permita llevar a efecto las medidas de fiscalización necesarias.


Será juez competente para conocer de estas autorizaciones el juez de letras en lo civil del lugar en el que se encuentre ubicada la actividad regulada.

Título X 

De las infracciones y sanciones.



Artículo 54.-
Constituyen infracciones a esta ley:

a) La realización de cualquiera de las actividades reguladas en esta ley, que no cuenten con las autorizaciones o permisos necesarios para su ejecución o desarrollo, en tanto el infractor tenga pleno conocimiento de que se trata de un VGM;

b) La entrega de información incompleta, falsa o adulterada, con el fin de obtener las autorizaciones o permisos que la presente ley establece;

c) La negativa a entregar la información que sea requerida por la autoridad competente, en tanto ella esté o deba estar disponible;

d) El incumplimiento de las condiciones y requisitos contenidos en uno cualquiera de los permisos regulados por la presente ley;

e) El incumplimiento de las instrucciones, órdenes y resoluciones que dicte la autoridad competente con ocasión de la aplicación de esta ley, y

f) La oposición, resistencia u obstrucción a las funciones de fiscalización de la autoridad competente.



Artículo 55.- Las infracciones tipificadas en el artículo anterior, serán sancionadas con amonestación verbal o escrita; multas de entre 50 y 200 unidades tributarias anuales; decomiso de los instrumentos, VGM o productos derivados de VGM, relacionados con las infracciones cometidas; la suspensión o revocación al infractor de las autorizaciones correspondientes; clausura temporal o definitiva parcial o total, de las instalaciones en las que se hayan cometido las infracciones. 



Artículo 56.- Corresponderá a la Autoridad Regional respectiva conocer y resolver de las infracciones a las disposiciones de la presente ley.



La Autoridad Regional respectiva dispondrá el inicio del procedimiento sancionatorio de oficio o por denuncia de los particulares.



La resolución que disponga el inicio del proceso será notificada al infractor, el que deberá formular sus descargos y acompañar las pruebas en el plazo de 30 días contado desde su notificación.



Presentados los descargos por parte del afectado o transcurrido el plazo para su formulación sin que ellos hayan sido formulados, la Autoridad Regional respectiva resolverá fundadamente dentro del plazo de 30 días contados desde la fecha de recepción de los descargos.



En contra de la resolución sancionatoria, el infractor podrá deducir recurso de reclamación dentro del plazo de 30 días, contado desde su notificación, ante el juez de letras en lo civil del lugar en cuyo territorio jurisdiccional se hubiere cometido la infracción. La reclamación se tramitará con arreglo a las normas del juicio sumario.



En los casos en que el juez competente corresponda a lugares de asiento de Corte, en que ejerza jurisdicción civil más de un juez letrado, deberá cumplirse con lo dispuesto en el artículo 176 del Código Orgánico de Tribunales. 



Artículo 57.- La Autoridad Regional respectiva, mediante resolución fundada, podrá declarar la caducidad del permiso en los siguientes casos:

a) Cuando se realicen actividades que excedan las autorizadas por el respectivo permiso;

b) En caso de reincidencia en el incumplimiento de las condiciones establecidas en el respectivo permiso;

c) En el evento de producirse un cambio de circunstancia o de disponerse de nuevos antecedentes científicos o técnicos, que determinen que el VGM que se trata pueda constituir daño para la salud humana, la sanidad animal y vegetal, la biodiversidad y el medio ambiente, y
d) Cuando se acredite que el titular de la actividad no ha desarrollado o ha dejado de desarrollar la actividad permitida, en un plazo superior a dos años.



La resolución que declare la caducidad del permiso será notificada al titular por carta certificada. Este último dispondrá del plazo de 30 días desde su notificación para interponer un recurso de reclamación, siguiendo al efecto el procedimiento establecido en el artículo anterior.


Artículo 58.- Las sanciones aplicadas con motivo de la infracción a la presente ley serán sin perjuicio de las demás que puedan establecer otras leyes.

Artículo 59.- Producido un daño como consecuencia de la ejecución de las actividades por esta ley, los afectados podrán deducir la acción civil indemnizatoria, dentro del plazo de cuatro años contado desde la manifestación evidente del daño.



Se presume legalmente la culpa del autor del daño, si éste hubiere incurrido en algunas de las infracciones establecidas en esta ley y en mérito de dicha infracción, se hubiere producido el daño.
Título XI
Disposiciones Finales



Artículo 60.- Todos los plazos de la presente ley serán de días hábiles.



Artículo 61.- Las notificaciones personales se efectuarán por la autoridad competente o por el funcionario que éste designe al efecto, entregando copia íntegra de la resolución a la persona a quien va dirigida o a su representante. Cualquier día y hora serán hábiles para practicar esta notificación.



De la diligencia de la notificación personal se dejará constancia en un acta que expresará el lugar en que se verifique el acto y la fecha con indicación de la hora. El acta será suscrita por el notificado y en el carácter de ministro de fe, por quien la práctica y, si el primero no quiere o no puede firmar, se dejará constancia de este hecho.



Artículo 62.- Cuando en la presente ley no se haya establecido otro tipo de notificación, ésta se practicará por carta certificada.


Las notificaciones que se practiquen por carta certificada serán dirigidas al domicilio del notificado, dejándose constancia de su despacho mediante el correspondiente recibo de correo, en cuyo caso, los plazos empezarán a correr después de tres días de haber sido recibidos por la empresa de correos dichas cartas.

Disposiciones Transitorias


Artículo 1° transitorio.- Los VGM, productos derivados de VGM y las actividades que hayan sido autorizadas con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley y conforme a la normativa legal y reglamentaria vigente a la fecha de su autorización, se comercializarán, manipularán, utilizarán y ejecutarán en los términos y condiciones establecidos en los permisos respectivos, sin perjuicio de las facultades fiscalizadoras de las autoridades competentes.



Artículo 2° transitorio.- Las solicitudes de permisos de las actividades reguladas por esta ley y que se encuentren en trámite a la fecha de su dictación, continuarán tramitándose de acuerdo al procedimiento regulado en la normativa vigente al momento de presentarse la solicitud, y en caso de haberse otorgado autorización, se aplicará lo dispuesto en el artículo precedente.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días  9 y 23 de enero de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero (Presidente), Andrés Allamand Zavala, Juan Antonio Coloma Correa, y Jaime Naranjo Ortiz, y los días  28 de agosto, 17 octubre y 12 de diciembre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Antonio Coloma Correa (Presidente), Andrés Allamand Zavala, Alberto Espina Otero y Jaime Naranjo Ortiz.

Sala de la Comisión, a 7 de enero de 2008.



XIMENA BELMAR STEGMANN




      Secretario

_______________________RESUMEN EJECUTIVO___________________

PRIMER INFORME DE LA COMISIÓN DE AGRICULTURA, ACERCA DEL proyecto de ley SOBRE VEGETALES GENÉTICAMENTE MODIFICADOS
(boletín nº 4.690-01)
I. PRINCIPALES OBJETIVOS DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN: 
· establece normas sobre generación, manipulación y utilización de vegetales genéticamente modificados y de productos derivados, en lo relativo a la investigación, uso confinado, cultivo, producción, introducción al medio ambiente, comercialización, importación, almacenamiento y transporte.

· Dispone los procedimientos para obtener la autorización correspondiente a cada una de esas actividades, además de un procedimiento de evaluación de los mismos.

· Incorpora normas de participación ciudadana que permiten un conocimiento general sobre las actividades que se estén desarrollando con OGM.

· Contempla normas destinadas a la identificación y etiquetado de los productos que contengan organismos genéticamente modificados.

II.
ACUERDOS: aprobado en general (4x0).

III.
ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN: consta de sesenta y dos artículos permanentes y dos disposiciones transitorias. 

IV.
NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: los artículos 39, 49 y 56 son de carácter de ley orgánica constitucional.

V.
URGENCIA: no tiene.

VI. 
ORIGEN INICIATIVA: Senado. Moción de los Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero, Andrés Allamand Zavala, Juan Antonio Coloma Correa, Fernando Flores Labra y Eduardo Frei Ruiz-Tagle.

VII.
TRÁMITE CONSTITUCIONAL: primero.

VIII.
APROBACIÓN POR LA CÁMARA DE DIPUTADOS: ---
IX.
INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 28 de noviembre de 2006.

X.
TRÁMITE REGLAMENTARIO: primer informe, discusión en general.

XI.
LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA:  

- Constitución Política de la República, en particular, el artículo 19 N°s 1°, 8°, 9°, 21, 22 y 24.


- Ley N° 18.755, que establece normas sobre el Servicio Agrícola y Ganadero.


- El artículo 10 de la ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente.


- Ley N° 19.342, sobre Derechos de Obtentores de Nuevas Variedades Vegetales.


- Convenio sobre Diversidad Biológica, adoptado en Río de Janeiro el 5 de junio de 1992, y ratificado por Chile mediante decreto supremo N° 1.963, de 9 de septiembre de 1994, del Ministerio de Relaciones Exteriores.


- El artículo 18 del decreto ley N° 3.557, que establece disposiciones sobre protección agrícola.


- El artículo 106 del decreto supremo N° 977, de 1997, que establece el Reglamento Sanitario de los alimentos.


- Los artículos 3°, 4° y 6°, letra ñ), del decreto supremo N° 95, de 2002, que modifica el Reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.


- Resolución N° 1.523, del Servicio Agrícola y Ganadero, publicada el 14 de julio de 2001, que establece normas para la internación e introducción al medio ambiente de organismos vegetales vivos modificados de propagación.


- Decreto supremo N° 16, de 1995, del Ministerio de Relaciones Exteriores, que promulga  el Acuerdo de Marrakech, por la que se establece la Organización Mundial del Comercio y los acuerdos anexos que se indica;  el anexo 1.A, comprende entre otros el Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio y el Acuerdo sobre Medidas Sanitarias y Fitosanitarias.
_____________________________________________________________





Valparaíso, 7 de enero de 2008.





XIMENA BELMAR STEGMANN




     Secretario de la Comisión

